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Prefacio 

1 . La contratación colectiva no ha alcanzado, ni en el dere­
cho positivo, .. ni en la realidad profesional del Uruguay, desa­
rrollo comparable al de otros países. 

Es cierto que la práctica de los convenios colectivos se 

conoce desde fines del siglo pasado, pero el legislador omitió re­
glamentaria hasta la ley N9 9675 de 4 de agosto de 1937 que, 
en pm·idad, se limito a reconocer la existencia de estos acuer­
dos y a prestm·les sanción al tiempo que c1·eaba una categoría 
de convenios obligatorios para toda la profesión. 

Por otra parte, cuando en 1934 se implantó un régimen 
general para la fijación de salarios mínimos, se descartó ex­
presamente el sistema de los convenios, optándose por los 
Consejos de Salarios (1). 

II. La carencia de un estatuto legal y aún la preferencia 
que en punto tan importante se ha concedido a los Consejos de 
Salarios.. no debe, sin embargo, conducir a la conclusión de 
que el convenio colectivo es una institución muerta o de casi 
ningún inte1·és. 

Su ubicación secundaria en algunas materias y su efecti­
vidad generalmente al margen del derecho, no pueden hacer 
olvidar su calidad de mecanismo natural de solución de los 
conflictos colectivos y de organización profesional y por estas 
vías, su participación en la creación del orden jurídico-laboral. 

( 1) Los antecedentes parlamentarios inmediatos, evidencian no sólo 
preferencia p or el régimen de Consejos dt> Salarios, sino desconfianza por 
los acuerdos directos. Se creyó, en efecto, en "la necesidad de encauzar 
las negociaciones colectivas más allá de las simples convenciones Y de la 
libre negociación" ( lnf. de la Com. de la C. de Rep. Diario de Sesiones 
23-XI-1943). Véase, además, notas 69 y 70. 
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El rango que el convenio colectivo está destinado a alcan­
zar en tal participación no puede vaticinarse, pero su realidad 
actual, justifica sobradamente el análisis del régimen pre­
sente~). 

\!,!r En todo caso, parece cierto que existe un interés pri­
mordial en difundir el conocimiento sobre este instituto, para 
facilitar su desarrollo, estimular al legislador y obviar fallas 
en las aplicaciones concretas. 

El párrafo anterior lleva implícita la justificación de esa 
publicación que se incorpora a la CoLECCIÓN DE CuLTURA SIN­
DICAL presentada por la Federación Uruguaya de Empleados 

de Comercio e Industria y responde a un plan de conjunto en, 
el que, luego de haberse esbozado un PANORAMA DE LA LEGis­
LACIÓN DEL TRABAJo, se examinarán brevemente, aunque con 
mayor profundidad, las principales instituciones del derecho 
laboral. 

No es necesario aclarar que, sobre una materia en la que 
existe tan copiosa bibliografía, es imposible una información 

·minuciosa en una obra de poca extensión, como necesariamente 
tienen que ser las de esta Colección. Antes bien, se piensa que 
resulta más provechoso que una revisión detallada de las ca­
Trientes de la doctrina unive1·sal un enfoque de las mismas a 
través de la doctrina y la legislación uruguayas. 

De esa manera, además de evitar el desequilibrio del plan, 
puede Zogrm·se tm aporte más positivo para el conocimiento y 
difusión del pensamiento jurídico nacional. 

Como es de suponer, po1· lo dicho, tampoco caben en este 
opúsculo sino ligerísimas reje1·encias al derecho comparado, no 
obstante el interé~: del comparatismo sobre materia que debe 
ser objeto, en plazo más o menos largo, de nueva regulación 
legislativa. 

H. H. B. 

Montevideo, diciembre de 1954. 

(2) V. DE FERRARI, La política del salario en el Uruguay, en rev. 
"Derecho Laboral", T. II, pág. 275 y ss., Montevideo, 1949. 

Introducción 



Introducción 

l. Uno de los institutos de derecho laboral que mayores 
dificultades ofrece para la presentación de un concepto prelimi­
nar es, precisamente, el de los convenios colectivos. 

No son sólo las dificultades emergentes de las distintas 
conce¡::ciones doctrinarias, de las variedades creadas por el 
legislador y por las prácticas profesionales, sino también, 
las gruesas confusiones derivadas de una terminología impro­
pia y contradictoria, de la que resulta el empleo del mismo 
término para designar dos realidades distintas, y términos dis­
tintos para fenómenos idénticos. 

2 . A fin de aclarar un poco el campo de estudio conviene 
señalar que, en el derecho comparado, pueden dis~os 

grandes categorías~ ~as. Por una parte los sistemas en 
que la contratación colectiva ha aparecido espontáneamente 
y, por otra, aquellos en que ha sido un verdadero invento del 
legislador o, más bien, un instituto importado e impuesto arti­
ficialmente para resolver los problemas profesionales ( 3). 

Los sistemas de la segunda categoría son los que menores 
dificultades presentan a la interpretación doctrinaria, pero, no 
por ello son los más interesantes, pues generalmente la con­
vención colectiva lleva una vida anémica o no tiene verdadera 
existencia. 

3 . Los sistemas de la primera categoría, esto es, las con­
venciones colectivas de formación espontánea, se presentan 

( 3) Así el régimen brasileño, según afirmación de RussoMANO (Re­
lación Nacional del Brasil al I Congreso Internacional de Derecho Social, 
San Pablo, Agosto, 1954). 
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actualmente en distintos estadios de evolución o dE"sarrollo, 
que sistematizándolos podríamos agruparlos en tres, a saber: 
sist~ GJl ,¡¡¡¿_e la convención se m_allti!m,e ~ .la,.fonn.a origi­
nal, siste~as en que se h~ legalizado y sj¡m¡mr.;n aue la) eL 
ha cur~ hd0~na obra mas refunda . .j:,ocediendo a la regla-
mentaciÓn r 4). - ' 

Por aquello de que los extremos se tocan, también aquí 
sobre una realidad viva de contratación colectiva la obra re-

' 
glamentaria de la ley puede llegar a transformar tan conside-
rablemente la figura original que aparezca como una ve1dade-· 
ra y novedosa creación, semejante a la característica de los 
sistemas que se han titulado en el parágrafo anterior de for­
mación art:jfi.$ial ( 5 ). 

4. En los sistemas de formación espontánea pura el con­
venio colectivo pertenece exclusivamente a la órbita profe­
sional y extra-etáiica. Es decir, que se trata de acuerdos obli­
gatorios en trato directo y no sometidos a otros contralores y 
sanciones que los arbitrados por los propios interesados, con 
absoluta independencia del poder estatal. 

Por ello y tomando como ejemplo al sistema inglés, ha 
podido titularse a los convenios cclectivos como a-jU1·ídicos, 
como un sistema de obligaciones puramente naturales, cuyo 
cumplimiento ni se puede, ni se desea reclamar por interme­
dio de los Tribunales de Justicia ( 6 ) . 

Es por esta causa, que el desconocimiento o la violación 

( 4 ) En el derecho comparado, la tendencia es a una reglamentación 
cada '.'CZ m~.s minuciosa e incluso a considerar como convenios decisiones 
de esencia -,erdaderarnente ar bitral. Así ocurre en Chile o en Bél­
gica por ley de marzo de 1954 ( Cfre., exposiciones de PoBLET~ TRoNcoso y 
VAN GoETHEM ante el I Congreso Internacional de Derecho Social). 

(5) Como lo señaló justamente AscARELLI en el Con"reso de San 
Pablo, la noción de convenio colectivo presupone esencialmente: li­
bertad Y ~lu~alidad sind~cal. Debe entenderse, asimismo, que presupone 
el reconocumento de la_ JUri~icidad de la huelga, pues, sin p erjuicio del 
co~tralo~ estatal, la eXIstencia de los convenios depende del poder de 
r~s1stenc1a de l?s organizaciones obreras y este poder deriva de la posibi­
lidad de recurnr a la huelga. 

( 6) C~re. KAHN FREUND, Otto, Relación N . de Inglaterra al I Con"re-
so InternaciOnal de Derecho Social. "' 
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de lo convenido no provocan otras sanciones que las del fuero 
profesional, resolviéndose los conflictos por los medios com­
pulsivos del mecanismo sindical: ~s, boicotaje, pi ueta­
je lock - out, listas ne~ etc. 

No obstante, en algunas manifestaciones originales de con­
tratación colectiva espontánea, aparecen simultáneamente pac­
tos de condiciones generales de trabajo y cláusulas de presta­
ción multilateral de servicios, de modo tal que surgen obliga­
ciones singulares de esa índole para los signatarios o para ter­
ceros individualizados ( 7 ). 

En estos casos, la contratación colectiva puede desplazar­
se hacia la regulación normativa del derecho privado y, en los 
países de derecho civil codificado, se sitúa en el ámbito de la 
interpretación y aplicación características de este derecho. En 
una palabra, el ajuste de condiciones dirigidas a concretos be­
neficiarios se incorpora al régimen del contrato de trabajo, 
entendido como una figura del arrendamiento de ~ervicios, 

convirtiéndose generalmente en un contrato de ese tipo o en 
un contrato preliminar. 

5. La cate or¡~~venios , teg.,ali~qp~ §..UJ?.One un 
rado m' · ·nt@rvenciÓJ!l estatal. El ejemplo caracterís-

tico podría presentarlo el derecho uruguayo, en cuanto a los 
convenios simples aludidos por la ley_ 9675. En estos casos la 
ley se limita a declarar que las obligaciones contenidas en los 
convenios colectivos pueden ser objeto de contralor por los órga­
nos de la Administración y que, las infracciones a los mismos 
son susceptibles de sanciones, como si se tratara de violación 
de disposiciones de la propia ley laboral. 

El tipo de los convenios reglamentados se da cuando d 
legislador preve condiciones especiales, que generan efectos 
normalmente desconocidos en la órbita de la simple contra-

(7) El desarrollo lógico de la convención colectiva hasta su esquema 
actual está adecuadamente reconstruido por DEVEALI, Lineamientos, 2• 
·ed., pág. 457 y ss., Buenos Aires, 1954, quien denomina a esta formula­
ción mixta: "esquema primitivo". 

(8) Sería la situación del derecho francés anterior a la ley de 25 de 
marzo de 1919. V. sobre este particular: las tesis de RouAsT, A., Lyon 
1909 y RAYNAUD, París, 1901. 

(9) V. infra, Capítulo III. 
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t~ción colectiva; Las posibilidades de reglamentación son muy 
d1versas y, segun se recordó antes, pueden conducir al surgi­
miento de formas en las que el acuerdo de partes, el verdade­
ro pacto profesional, haya desaparecido para ser sustituído por 
un orden impuesto por el Estado (lO) . 

6 . La confusión manifestada en la base y resultante de 
la propia génesis de los convenios colectivos se traduce en la 
terminología empleada. 

Suelen, en efecto, emplearse para distinguir esta figura o, 
más propiamente para confundirla, dos tipos de expresiones : 
contrato colectivo y convenio o ~?:?&..r¡.~n colectivos. Pero, 
no es raro el uso de algunas otras, aunque con menor frecuen­
cia: pactos colectivos, pactos gremiales, compromisos colecti­
vos, etc. ( 11). Sin contar que, para una importante corriente 
doctrinaria, la expresión convenio colectivo debe entenderse 
como una abreviación de otra más correcta: convenio col(lctivo 
de re lo.m.e~ión del tr.ab.ajo ( 12). 

La tendencia más generalizada es, actualmente, la que re­
serva la expresión contrato colectivo, para los casos de con­
tratación multilateral, o sea, aquellos en los que existen pac­
tados servicios de trabajadores determinados o en los que las 
cláusulas concertadas sólo alcanzan a determinados trabaja­
dores y no a la categoría profesional correspondiente ( 13). 

Resulta, además, útil para el progreso científico, una uni­
ficación terminológica en torno de la expresión convenio co-­
lectivo o convención colectiva, indistintamente, pues, no figu­
rando el término contrato, se evita toda pre-noción sobre la 
naturaleza jurídica, al tiempo que se subraya la calidad nove­
dosa, distinta y autonómica de este instituto ( 14). 

( 10) Cfre. CosTE- FLORET, A., Vers une conception étatique de la 
convention collective de travail, Rev. crit., 1937, pág. 194 y siguientes. 

( 11) V. "Panorama de la Legislación del Trabajo", pág. 119. V., más 
ampliamente, las cuestiones terminológicas en GALLART y .i!'OLCR, La<; con­
venciones colectivas de trabnjo, pág. 8, B"'rcelon:;¡ 1932. 

( 12) RouAsT-DuRA:r.'D, Précis, § 180, París, 1947. 
( 13) A~qu~ no se adoptaron acuerdos o decisiones, puede afirmar­

se que este cnteno fué compartido casi sin discrepancias en el seno •de la 
2"' C~misión del Congreso de San Pablo, donde, asimismo fué presentada 
una . m~eresante ponencia sobre cuestiones terminológicas por el jurista 
bras1leno Carlos DE BoNHOME. 

(14) No se ha hallado, en cambio, sustituto adecuado para la expre · 
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7. Luego de las anteriores precisiones se puede describir 
al convenio colectivo como un pacto, generalmente escrito, so­
bre condiciones de trabajo a regir en un establecimiento, en 
un grupo de establecimientos, en una región, o en todo el terri­
torio de un Estado, concertado por uno o varios patronos o por 
una o más organizaciones patronales, con un grupo o un sindi­
cato representativo de los trabajadores ( 15). 

Este concepto puro de convenio colectivo, excluye la crea­
ción de cualquier género de relaciones individuales de trabajo, 
esto es, que el convenio colectivo es un instituto que ni reem­
plaza el contrato individual o pluripersonal de trabajo, nl pue­
de generar obligaciones concretamente referidas a servicios 
que deban prestarse por trabajadores individualizados. 

El contrato de trabajo con pluralidad de sujetos, el con­
trato de equipo o cuadriUa, el de ajuste, el de empre~a, el de 
conchabo, entre otros, a pesar de sus aparentes similitudes, di­
fiere~ netamente del convenio colectivo, por cuanto en todos 
ellos, el objeto principal es el cumplimiento de un trabajo, 
-obra o tarea, ya sea en forma individual o por grupos (16). -

El interés o utilidad de esta precisión es extraordinario, ya 
que es la impersonalidad de las obligaciones o beneficios creados 
por el convenio la que provee a éste una nota distinta y sitúa 
en plano igualitario a las partes intervinientes. Por lo mismo, 
aparece en la base del concepto convención colectit•a, la idea 
de grupo representativo de una categoría de trabajadores (pre­
sentes y futuros) interesados ( 17). Esa idea de gn1po, con­
duce a la de representación, pero no a la representación de las 
personas, sino del grupo pactante, representación que, en el 
caso de los sindicatos, se resuelve en los órganos directivos 

sión contratación colectiva que, por necesidades de lenguaje tiene que se­
guir empleándose. 

( 15) "Panorama", pág. 121. 
( 16) Cfre. RouAsT-DURAND, Précis, cit., § 180; DEVEALI, Lineamien­

tos, cit., pág. 448 y espec. Curso de Derecho Sindical, 2a ed., pág!:. 179 Y 
SS., Buenos Aires, 1954; KROTOSCRIN, Curso, pág. 282; CABANELLAS, 'l'ratado 
de Derecho Laboral, t . II, pág. 251. 

(17) JAEGER, Nicola, Lezioni di Diritto Svizze1'0, (2~ ed. , Milán, 1951, 
Cap. I), ha profundizado los estudios sobre el concepto jurídico de interés, 
con originales aplicaciones a la teoría general de las convenciones colecti­
vas, según surge de su exposición en la Mesa Redonda sobre el tema, rea­
lizada en la Facultad de Derecho de Montevideo, en agosto de 1954. 
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correspondientes, pero que, frente a simples coaliciones, pro­
voca problemas de mucho más difícil respuesta ( 18 ) . 

8. Para terminar estos conceptos intr oductivos, es oportu­
no dejar indicadas las principales variedades conocidas de con­
venios colectivos. 

Por de pronto, habría que hablar de las diversas clases 
de convenios según su ámbito de extensión o aplicación. Así, ha­
llaríamos los convenios de fábrica o establecimiento que, P.or 
lo general, son ajustes o aplicaciones de bases de mayor gene­
ralidad y los convenios aplicables a un gremio, a varios, a 
toda una región, o en escala nacional ( 19). 

En cuanto a las partes intervinientes, los convenios pue­
den ser de grupos o coaliciones momentáneas, acuerdos de per­
sonal, sindicales, intersindicales o aún pactados por federacio­
nes o u niones sindicales. También en este punto cabe una es­
tratificación jerárquica. 

Una variedad especial, a la que luego será preciso volver, 
resulta de los llamados d ecretos gubernamentales o ministe­
riales de aprobación y extensión , en ciertos países, o de la me­
diación de comisiones accidentales o permanentes, o de la lla­
mada homologación de los Consejos de Salarios ( 20). 

9. Por sus efectos, y con relación a la parte patronal, con­
viene destacar dos clases que, precisamente en el Uruguay 
quedaron bien de lineadas luego de la sanción de la ley 9675, 
es decir, los convenios con fuerza para todos los patronos, afi ­
liados o no a la organización patronal interviniente, y los comu­
nes o simples, obligatorios exclusivamente para los patronos 
agremiados o firmantes ( 21 ). 

( 18) V. "Panorama", nota 27, a pág. 121. 
( 19) La Ley francesa de 23 de diciembre de 1946 reconoció expre­

samente la existencia de estas diversas clases, dando una estructura je­
r árquica al sistema de convenios colectivos. 

( 20 ) V. mfra. Capítulo IV. Sobre el punto de la extensión, V. Foua­
Nl ER, L 'exten::;ión des conventions collectives, en "Droit Social", 1952, pág. 
242 y SS. 

( 21) El texto de la ley 9675 de 4 de agosto de 1937 figura reprodu­
cido en "Panorama'', pág. 133. 

-~-

di de estas variedades supera ya el plante ~.miento 
El estu o ·. 1 · 

. lo que ha de postergarse para los capitu os sl-
lillllnar' por , . 

pr~ la aclaración de que se concretara a la e}..'})enen-
.nnentes, con . . ~ . · 
6 :- . 1 Para facilitar la comprensiOn de esta, cuestw-
cHl nac1ona · . . d 1 

t ará primero una síntesis de la evolucwn e os nes se presen . . 
' · colectivos y de las orientaciones del pensamiento JU­

converuos 
ddico uruguayo sobre su naturaleza y efectos. 

\ 



Parte Primera 
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CAPÍTUI,O I 

LA :E:VOLUCION DE LOS CONVENIOS COLECTIVOS 
HASTA 1937 

10. Se ha ciicho, con razón, que pueden señalarse tre~ 

1 criodo~ fJerfectamente definidos del desarrollo de los conve­
uios cole"tivos en el Uruguay. El ro, desde sus orígenes 
lar.st::tla ley N0 9675 (año 1937); el segundo, desde esa ley, hasta 
b de Com;ejos de Salarios (año 19L!3 ); el ter~cro desde esa ley 
t•n adelante ( 21 bis.) . 

Del primer período, es poco relativamente, lo qur:- se co­
noce sobre sus desarrollos prácticos, pues coincide con las más 
rigurosas matúfestaciones de la acción directa y es difícil to­
m2r contacto con estos tratados de paz y seguir la l ínea de su 
cumplimiento. La posición del pensamiento jurídico-social en 
e•;ta etapa es, en cambio, conocida e interesante. 

El segundo período, en la práctica debe prorrogarse hasta 
1945, pues recién en ese año funciona plenamente el mecanis­
mo de los Com:ejos de Salarios. En él, se insinuaba el auge de 
las convenciones colectivas, pero este proceso qu edó violenta­
mente interrumpido al universalizarse el régimen de los 1au-
d03. • 

En cuanto al período actual, registra un brusco descenso 
en núme:ro y calidad de este tipo de acuerdos, au nque los lau­
dos no sea"'), cuando se enfrentan gremios organizados, sino con­
YersioPes de verdaderos convenios, concertados fuera de la ór­
bita de Jos Consejos. 

Por conveniencias de plan y teniendo en cuenta que el se­
~;undo pe!'íodo es relativamente breve ya que la ley que marca 
b transición al tercero no a.fecta la naturaleza jurídica del ins­
ti~uto, se dividirá el estudio de hl evolución histórico-jurídica 
sólo en ~"'S capítulos. El primero, abarcará hasta el año 1937 
Y el segundo los periodos posteriores al mencionado año. 

( 31 bis } SANGUL~TTI. J., Los convenios colectivos a través de una 
nt~ad,;. t•n "D<>r. Lab.", III, 212. 
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11. Un conocimiento preciso de los desarrollos prácticos 
de la figura en el período anterior al 1937 es, por bs razones 
apuntadas al comienzo, bastante problemático, al m.enos en el 
estarlo actual de las investigaciones sobre la histori~ del sin­
dicalismo uruguayo. 

Con todo, se tienen noticias precisas soore la concertación 
de convenios colectivos desde los últimos años del siglo pa­
sado, aunque conociéndose muy superficialmente l as cláusu­
las concretas que se p actaron. 

Por lo que puede saberse, las dos notas más característi­
cas que poseen, desde los inicios, los convenios celebrados, son: 
su espontaniedad y la unilateralidad de las obligaciones resul­
tantes. 

En cuanto a lo primero es, ciertamente, una consecuencia 
de la ideología dom~nante en las manifestaciones iniciales del 
~indicalismo uruguayo es decir, su desconfianza del poder pú 
blico y su acu~nda formación anarquista y anarco-sindicalísta 
(22 ) . 

-En cuanto a Jo segundo, se d a porque los convenios son mu­
chas veces simples "t~ de paz" que ponen término a un 
C{\nílicto huelguístico y que regulan las nuevas condiciones de 
trabajo reclamadas por los obreros cuando h a n salido victorio­
sos. Pero también, y sobre todo en el caso de convenios para la 
limitación de hora•s de trabajo o cierre de los comercios, se pre­
sentan como compromisos que los p atronos aceptan contraer 
con sus personales con tal que tengan alcance general, es decir, 
con tal que se elimine la competencia ( 23) . 

Otro tipo de disposiciones unilaterales, de particu1ar im­
portancia, se refiere a les exigencias de no contratación de perso-

( 22) La bib!iografiéJ. sobl·e el dcs;;:::rollo sindi::al en el Uruguay es 
escasa y los estudio:> fragmentarios. V. en esecial : PoBLCTE TRoNcoso, El 
movimiento obrero latinoamericano, pág. 250, México, 1946; ALBA, Víctor, 
Significado del movimiento obrero latinoamericano, en rcv. "Humanismo'', 
(Nos. 9-10) , México. 1952-53; FRUGONI, E., Fundamentos del Socialismo, t. 
II, pág. 331 a 336, Buenos Aires, 1947. Sobre los problemas jurídico:; de 
la organización gremial, V. "Panorama", Cap. XIV, págs. 205 a 215. 

( 23) Los p rogresos iniciales en m ateria de condiciones de trabajo 
en el Uruguay, como en muchos paises. son el f ruto de cstos compromisos 
ínter-patronales gestionados por lo:; obreros; V.. I2s investigaciones del 
Seminario de Derecho Sindical de la Facultad de Derecho. 
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l 0 
afiliado al sindicato pactante, conocidas por c~la 

na n , l , t . t dicrl· La cláusula sindical fue desde os mas remo os an e-
~entes una de las que con mayor fuerza reclamaron los tra­

bajadores y resistieron los patronos, pero cs~e punto, en ~uan­
tu ::1. sus proyecciones jurídicas va a ser obJeto de estudio en 

un capítulo posterior. 

1 ~. En el piano de los estudios jurídicos y sociales, con­

viene aclarar que la figura del convenio colectivo de trabajo 
e::; conocida y comentada ya desde principio de siglo pero que, 
en puridad, sólo mucho más tarde puede hablarse de verd.1de­

ras interpretaciones doctrinarias . 
Ocurre, en efecto, que en la etapa inicial de los estudios, 

el convenio colectivo, aún llamado contrato colectivo, era con­
::;;deraclo y tratado primordialmente en t2nto que ideal, apto 
para rewlver pacíficamente l a cuestión social. Como tal, se 
procuraba difundirlo y fomentar una legislación capaz de lo­

grar su generalización. 

13. Las causas de este encaramiento, que domina un pe­
ríodo preliminar a la doctrina uruguaya sobre el convenio co­
lectivo, pueden reconocerse en dos órdenes de factores. 

Por una parte, y principalmente, debe tenerse en cuenta 
la forma en que la cu~ió.zl. ..wcial aparece en la realidad na­
cional. Ella es casi desconocida hasta las postrimerías de la 
pasada centuria e irrumpe con violencia en la presente, como 
consecuencia de una verdadera ret~oh,tci~ iz¡.,du.s.Lrial, en pe­

queño (24). 
En el fragor de las luchas entre el capital y el t rabajo, los 

juristas r econocen, antes que n ada, la utilidad de la contrata-

( 
24

) Una idea de esa violenta transformación puede tenerse com­
parando las cifras de la población total de la República OS del Ur~gua?' 
y de Montevideo, desde el censo de 1852 has,ta el de 1889. e apra~~as a~ 
9-ue sólo Montevideo experimt·nta en ese pego~~ri~~~~o:l d:s~d~n d~ la 
mcremento del 532%. V. Espec. AcEVEDO, 0 

., . t · d 1 hlstoria económica y financiera del Uruguay (1~ ed., 1903 ); H is ona e 
Uruguay", Montevideo, 1919/29. 



22 

1"1. Un conocimiento preciso de los desarrollos prácticos 
de la figura en el período anterior al 1937 es, por bs razones 
apuntadas al comienzo, bastante probler.1ático, al rr..enos en el 
estado actual de las investigaciones sobre la histori~ del sin­
dicalismo uruguayo. 

Con todo, se tienen noticias precisas soo:re la concertación 
de convenios colectivos desde los últimos años del siglo pa­
sado, aunque conociéndose muy superficialmente las cláusu­
léis concretas que se pactaron. 

Por lo que puede saberse, las dos notas más característi­
cas que poseen, desde los inicios, los convenios celebrados, son: 
su espontaniedad y la unilateralidad de las obligaciones resul­
tantes. 

En cuanto a lo primero es, ciertamente, una consecuencia 
de la ideología dom!nante en las manifestaciones iniciales del 
~indicalismo uruguayo es decir, su desconfianza del poder pú 
~lico y su acusada formación anarquista y anarco-sindicalísta 
(22). 

En cuanto a lo segundo, se da porque los convenios son mu­
chas veces sin,ples "tt.a.ta.d.Qs de paz" que ponen término a un 
cnn:flicto huelguístico y que regulan las nuevas condiciones de 
trabajo reclamadas por los obreros cuando han salido victorio­
sos. Pero también, y sobre todo en el caso de convenios para la 
limitación de hora•s de t rabajo o cierre de los comercios, se pre­
sentan como compromisos que los patronos aceptan contraer 
con sus personales con tal que tengan alcance general, es decir, 
con tal que se elimine la competencia ( 23). 

Otro tipo de disposiciones unilaterales, de particular im­
portancia, se refiere a las exigencias de no contratación de persa-

( 22) :L..a bib!iograf~a sob!'e el des;:¡n-ollo sindi.::al en el Uruguay es 
escasa y los estudio:; fragmentarios. V. en esecial: Ponr.:::TE TRoNcoso, El 
movim~ento obrero latinoamericano, pág. Z50, México, 1946; ALBA, Víctor, 
Significado del movimiento obrexo latinoamericano, en rev. "Humsnismo·•, 
(Nos. 9-10). México, 1952-53; FRUGONI, E., Fundamentos del Socialismo, t. 
TI, pág. 331 a 336, Buenos Aires, 1947. Sobre los problemas jurídico:; de 
la organizeción gremial, V. ''Panorama", Cap. XIV, págs. 205 a 215. 

( 23) Los progresos iniciales en m ateria de condiciones de trabajo 
en el Uruguay, como en muchos paises, son el fruto de estos compromisos 
inter-patronalcs gestionados por los obreros; v., las investigaciones del 
Seminario de Derecho Sindical de la Facultad de Derecho. 
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rión colectiva como instrumento de orden y de justicia social 
(25). 

Hay otro factor que también explica la actitud de los ju­
ristas y es de índole técnica. 

En la Facultad de Derecho de Montevideo, que es el núcleo 
de la investigación jurídica nacional, no existe hasta 1925 una 
asignatura esecializada para los temas de derecho social. Estos, 
figuran repartidos en los programas de otras materias y, en 
particular, en los de Derecho Civil (curso de Contratos) y Eco­
nomía P olítica. En esta última disciplina, prosperaba una sec­
ción que se orientaba al estudio de lo que Charles Gmz había 
denominado Economía Social, o sea el examen de las "ins­
tituciones del progreso social", entre las que se incluía el con­
trato colectivo de trabajo. 

14. Es particularmente representativa, de la orientación 
económico-social, la obra publicada por Eduardo AcEvzno en 
el año 1914, bajo el título: "Temas de Legislación Obrera" (26). 

Para Ac.EvEno, el contrato colectivo debería denominarse 
con mayor precisión "bases generales a que deben ajustarse 
los contratos de trabajo individuales o por equipos" y se situa­
ría como manifestación de acuerdos mayoritarios de sindica­
tos patronales y obreros. 

Por lo demás, para este autor, un régimen generalizado de 
acuerdos colectivos aportaría tres ventajas principales: la paci­
ficación de las relaciones obrero-patronales; "la supresión de 
la concurrencia extrema entre patronos y obreros que conduce 
a la baja incesante del salario y a la depresión del nivel mo­
ral de los trabajadores" ( 27) , y la posibilidad de aplicación 
del principio del arbitraje obligatorio. 

(25) Prácticamente desconocida hasta fines del si::>:lo pasado, la acti­
vidad sindical se hace notoria desde 1895. Desde e~a fecha los conflictos 
colectivos y las huelgas alcanzan una frecuencia muy considerable. Apa­
rece allí la contr~tación colectiva como solución natural. 

(26) Extractos del curso profesado en 1913, en la Facultad de De­
recho, ed. Montevideo, 1911. Su autor, jurista, economista e historiador, 
de vasta y fecunda producción demostró a lo largo de todas sus obras y 
desde la Cátedra de la Facultad de Derecho, un indeclinable interés por 
el "contrato colectivo". 

( 27) La supresión de la concurrencia extrema, a que alude AcEVEDo, 
fué, en los hechos, el móvil de buena parte de los compromisos colectivos 

-25 -

p
3
ra el adecuado funcionamiento del régimen de .contra,­

tación colectiva se predicaba la sindicación obligatona. As1, 

f . aba que "las bases o condiciones del contrato de tra-
ce a lrTO ' 

· 'l pueden surgir en términos generales, de acuerdos 
b3J01 SO O 
entre s~ndicatos que representen a la mayoría de los patronos 

" " , uf' . t t y a la mayoría de los obreros , y que, sena s 1c1en e e~, a 
circunstancia para que la ley pudiera imponer la incorporacwn 
obligatoria de obreros y patronos a los sindicatos" ( 28 L 

15. La idea que de la contratación colectiva se podía te­
, ·-~-•e's de a}crunas de las primeras manifestaciones del ncr a ,_ ~\ o 

derecho comparado y , en especial de la experiencia inglesa, 

~edujo ta..'llbién a los civilistas. 
Es así que desde la cátedra del curso de "Contratos" Y al 

tratar de las bases del contrato individual de trabajo, se cen­
suraban los excesos en que incurrían el capital y el trabajo, Y 
~e presentaba al contrato colectivo como una panacea capaz de 
transformar las condiciones imperantes ( 29). 

Aún cuando en esto.s apreciaciones no se encaraba directa­
mente el problema de la naturaleza jurídica de los convenios, 
parece daro que estaba sobreentendida su condición de con­
trato que el propio nombre adjudicado r evelaba. 

Respecto del contenido u objeto de la contratación ~electi­
va, algún autor se pronunció concretamente en el s:nb?o de 
restringirlo a la fijación de las tarifas de salarios. Mas aun, se 
afirmó que toda pretensión de la parte obrera de intervenir o 
influir en otros aspectos de la reglamentación del trabajo y, 

suscritos a principios de siglo por los patronos, según se destacó en pá­
rrafos anteriores. 

( 2B) Op. cit., pág. 90 y sigts. . 
( 29) En las lecciones del P rof. Federico EscALADA, publlc.ad3s en la 

Re-v. de Derecho, JuriS1Jrudencia y Administración. de Montevideo, l~ego 
de reconocerse que el contrato individual de trabaJO "no crarante la hbre 
\'oluntad de las partes, ni produce resultados convenientes d el punto de 
vista de las relaciones obreras y patronales", se sostiene que "par~ o~t<'­
ner ese doble objeto, nada mejor que el contrato colectivo de t~ab.aJO, ~s­
tituclón nacida al amparo de la acción constante del tradeumomsmo m­
glés y norteamericano y destinada. ~ abrir nue~os y fec~~dos, ho::,izontes 
a la sociabilización del derecho ClVll moderno (Rev, el.., pag. L>42 del 
tomo 18. año 1912 l. 
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en particular, en cuestiones de organización y disciplina era 
inadmisible y perturbadora ( 30) . 

En cmmto a los efectos, no se diferer:.ci:::.ba sustancialmen­
te el contrato colectivo de Jas formas ordinarias de la contra­
tación individual, e, incluso, se le_ situaba como un grado más 
general e indeterminado de la contrataclón multilate;:al ( 31). 

16. El increraento práctico del instituto y, sobre todo, la 
influencia de la doctrina y el derecho pos~tivo e:xtro.r•icros. en 
sus realizaciones posteriores al primer gnm conflicto mundial, 
concurrieron a transformar, en el segundo cuarto del &iglo, los 
estudios sobre el tema y a crear preocupaci.one.: ele otro or0en. 

En el campo del derecho civil, se trabnjó en la reelabora­
ción de las antiguas ideas sobre los cont~·atos y las obligo.cio­
nes. Por esta vía, se puso en discusión la doctrina de la auto­
nomía de la voluntad, tratando de desentrañar qué era lo que 
había dejado de ser admisible, así como la aplics.ción que las 

' nuevas ideas podrían tener de11tro de la economía del Código 
Civil uruguayo. 

17. En forma simultánea, se logr::tbn. - según ~e dij0 antPs 
- la autonomía docente de los estudies sobre e3t~ disciplina qne 
.:;.lgunos designaban el nuevo de1·echo ( 32). N2.cida b ajo ese sig­
no revisionista de las viejas concepciones, la cátedra de Legis­
lación del Trabajo y Previsión Social será, desde un principio, 

( 30) Para EscALADA, el c. c. de t. podría ser un medio p::r:~ li . .>nitar 
la acción sindical, evitando que se contraríen leyes ec,nómk'l'.l y se sub­
vierta el orden social. En todo caso, ~~ reput:::ba in<Jdmiriblc cp.1c la~ 
asoci2ciones sindicales con ramificaciones en tod'is las naciones indust":"in­
les impusieron al capital la remuneración del obrero" ( Rev. cit., pág. 
338). 

( 31) E~te parece ser el pensamiento del propio Acr:vxmo, que esta­
blece una especie cie gradación· de contratos de trabajo, en los que, la 
progresiva generalización de las disposiciones aumentaría las garantías 
para la parte obrera. Serian estas categorias: el contrato ind:vidual, el 
contrato de equipo y el contrato colectivo ( Op. cit., pá~. 91). 

( 32) La expresión "nuevo derecho" Ps predilecta d:! muchos de los 
juristas que forman la avanzada de los estudios ;¡uto!:ómicos de la di:;ciplina 
que luego se denominaría corrientemente derecho del tTaboio, derecho 
laboral o derecho social. El propio DE FBRRARr lo acoge al titular "El nue­
vo derecho sobre accidentes del trabajo" su monol'(rafía sobre la ley de 
28-II-1941 que abandona definitivamente los antiguos conceptos civilistas 
sobre culpa. 

- 27 --

esencial para la orientación doctrinaria y aún jurispruden­
.::ial (33). 

Si bien, por lo que a caba de establecerse, la doctrina o 
la orientación doctrinaria sobre el convenio colectivo se vin­
culan, desde su creación, a la cátedra de Legislación del Tra­
bajo, las investigaciones sobre la naturaleza jurídica y efectos 
de esta figura prosiguen, paralelamente, desde otros sectores 
del derecho. 

En el plano der derecho civil, la contratación colectiva si­
gue despertando interés, por natural gravitación de su conte­
nido, pese a que sólo se la trata transversalmente. 

A su vez, en los estudios de derecho comercial, se profun­
dizan las cuestiones sobre la naturaleza jurídica de la conven­
ción colectiva, con la intención de hallar solución a las arduas 
disputas sobre el concepto concordato. La figura del concorda-
to de acreedores cobró, en efecto, interés inusitado por la re­
forma del Libro IV del Código de Comercio, impuesta por la • 
Ley sobre concordatos preventivos extrajudicial y judicial de 
25 de enero de 1916 y, sobre todo, al adoptarse el régimen lla­
mado de "concordato privado", por la ley de 11 de noviembre 
de 1926 . 

1.8. En el campo estricto del derecho del trabajo, la cues­
tión de la naturaleza jurídica de los convenios colectivos, in­
clt!so los de carácter normativo, va a situarse en un lugar pre­
ferente desde 1936. 

Esa p::eferencia e~ una consecuencia de un cúmulo de cir­
cunstancias. 

La primera que debe anotarse, es la influencia de la le­
gislación francesa del Frent~ Popv._lar y de los correspondientes 
comentarios ( 34) . Junto a ellas, y en forma coadyuvante, se 
advierten los desarrollos prácticos del instituto, dentro de la 

( 33) La cátedra de Legislación del Trabajo y Previsión Social fué 
incorporada oficialmente al plano de estudios de abogada por Ley de 7 
de febrero de 1925. Sus titulares han sido los Dres. Emilio Frugoni, Gus­
tavo Gallina! y Francisco de Ferrari que la ejerce desde 1942. 

( 34 ) V. GALLINAL, G., Ultimas transformaciones de la Legislación 
del Trabajo en Francia, Montevideo, 1938. 
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nueva política social norteamericana del Presidente Roose­
velt (35). 

Interesa, también, el florecimiento de la figura en los Có­
digos del Trabajo latino-americanos y, aún, el contrato colec­
tivo de trabajo de derecho corporativo ( 36). 

Pero, por sobre todo, el convenio colectivo adquiere una 
actualidad inocultable al dictarse en agosto de 1937 una ley 
nacional, destinada a proporcionar sanción legal frente a sus 
eventuales incumplimientos. 

Enta ley, que resulta influída por los antecedentes doctri­
ualios y de derecho comparado citados, es sin embargo, por so­
bre todo, el fruto de circunstancias del hecho. Una vez más, en 
el proceso de la formación del derecho laboral uruguayo, son 
los apremios del momento los que deciden y dan estructura al 
texto legal. 

En efecto, el legislador se aplica a proveer la fórmula para 
. resolver un grave conflicto huelguístico y recurre a la obliga­

toriedad profesional para salvar la oposición de un pequeño 
número de patronos o empresas no agremiadas, e irreductibles 
al mandato de la asociación patronal, más representativa o sus 
filiales ( 36 bis.). 

( 35) Cfre., SANGUINETTI, Los convenios colectivnJ a tt·avü de un:1 
década, en rev. "Derecho Laboral" de MontevidPo, T. III, íazc. N9 16. pilg. 
~12, 1949. 

(36) V., CHARLONE, César, El contrato col<cctlvo del Trabaju. e n "La 
revista económica sudamerican:1", s. f. 

( 36 bis) V., Sru"''TGUINETTI, en rev. cit., r.ág. cit. 

CAPÍ'l'ULO II 

EVOLUCION POSTERIOR A LA LEY 9.675 

19. La información que se posee sobre los co:r:vonios sus­
critos entre patronos y obreros con posterioridad a la sanción 
de la ley N9 9675 de 4 de agosto de 1937 es mucho más com­
pleta que la del período anterior, dada la publicidad n que se 
sometieron un número cada vez mayor de acuerdos. 

En la realidad de los hechos, sin embargo, la transforma­
ción no es profunda en cuanto al contenido, con respecto a las 
directivas características del período anterior. El rechazo ex­
preso del arbitra· e, como instrumento apto para la resolución 
de los conflictos profesionales que se registra expresamente en 
algún convenio, es un índice de que la clase obrera se mantie­
ne recelosa respecto de toda intermediación en sus diferendos 
con el capital. {_37). 

Al mismo tiempo, debe destacarse que, ante una legisla­
ción social ya bastante evolucionada y, en particul9.r respecto 
de lus normas de protección contra accidentes de trabajo y en­
fermedades profesionales, o en materia de horario, los conve­
nios van a adoptar la curiosa posición de recoger y convalidar, 
por el acuerdo profesional, lo dispuesto por la ley. Posición 
aue resulta inexplicable a primera vista, ya que es igualmente 
antijurídico el pacto de derogación como el de cumplimiento 
de una ley taxativa de orden público, pero que aparece funda­
da, en definitiva, por la ideología sindical. El pacto profesio­
nal de cumplimiento o acatamiento de la ley, vendrí<t a pres­
tarle a la ley una validez que, filosóficamente le negaría una 
de las partes, es decir, que la ley se convertiría en un simple 

(37) En el convenio de 9-XII-1938 concertado entre una empresa de 
C'Qnstrucción con su personal, el rechazo de la solución arbitral se presen· 
1a como una pura posición de principios. 
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proyecto de convención que regiría por la exclusiva ~cnfor::ni­
dad de los interesados ( 38) . 

20. En oportunidad de tratar en el capítulo siguiente el 
régimen de la ley de 1937 se ha de volver sobre los desarrollos 
prácticos de la figura del convenio colectivo. Corresponde aho­
ra analizar cual ha sido la posición de la doctrina en el peTÍO-

do examinado. 
Conviene, sin embargo, aclarar que la ley 9675 de 4 de 

agosto de 1937 no fué la primera que aludió a los convenios 
colectivos , en el derecho positivo uruguayo, aunque sí, fué la 
primera que intent ó una suerte de reglamentación de carác-

ter ggne_¡:al. 
En efecto, la Ley 9347, de fecha 13 de bril de 1934, SI 

bien alude a los pactos gremiaLes, se limita a reconocerles cier­
tas competencias en materia de hora de cierre obligatorio de los 
establecimientos comerciales, lo que obliga a descartarla a los 

fines de este estudio. 
En cuanto a una ley de 7 de agosto de 1936 (N'~ 9580) , so­

bre aportes jubílatorios, evidencia solamente el designio de es­
timular la contratación colectiva, al introducir un régimen que 
permite el goce inmediato de las diferenci;:;s por aumentos re-

sultantes de convenios ( 39) . 

21. La brevedad de las disposiciones de la ley 9675 y la 
circunstancia de que no definió, ni explicó, qué debía enten­
derse por "convenios celebrados entre patronos y obreros", ni 
cuáles serían, en la hipótesis de los comun€s o simples, sus 
efectos y ámbito de validez, proporcionó un interés renovado 

a la investigación doctrinaria. 
Con todo, no se operó un particularismo nacional de la 

elabc1·ación teórica, ni se modificaron sustancialmente, en los 
primeros años, los puntos de vista del período ::mterior. Antes 
bien, quedó consolidada la filiación universal del instituto y 
aún parece cierto que se estaba de acuerdo sobre el hel"'ho dí~ 

(38) 
!'et . 1954, 

(39) 
Laboral", 

V. Rev. "Derecho del Trabajo", año XIV, N9 !Í, Buenos Aires, 

pág. 526. 
Cfre. SANGUINETTI, "Los convenios colectivos", en rev. "Derecho 
t . III, pág. 213. 

• 
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que el legislador, al omitir una definición e:special había to­
mado la_ expresión con el contenido y efect0 s reco~ocidos por 
la ~octrma Y presentados en la práctica de las relaciones pro­
feswnales ( 40) . 

• 22 · Una derivación diversa tuvo l a sanción de la ley N '1 
10.449 d~ 12 de noviembre de 1943, que instituyó los Consejos 
de Salanos, pues condujo a examinar puntos concret0 s refe­
rentes a la delimitación de los re~pectivos campos de acción de 
esta ley Y la antes mencionada de 1937. En razón del régimen 
creado por la ley N9 10 449 1 · 1 · · . . . os convenios co ecbvos pasan, asl-
mismo, a un neto segundo plano, ya que la fijación de los 
sa 1 arios mínimos 1 t ' · ·. . Y as ca egonas son declaradas comp2i.en-
cias pnvahvas de los Consejos de SaLarios ( 41 ) . 

En los pá¡·rafos siguientes se examinarán, en forma sis­
temátic:I, las orientaciones de la doctrina uruguaya sobre 
los problemas teóricos referentes a los convenios colectivos. Pa­
~a ello, se ton1:1rán como base las posiciones sustentadas tradicio­
nalmente por la doctrina universal, de la que la nacional es, 
por las razones apuntadas, tributaria. 

23 . Las dos corrientes rectoras sobre la naturaleza jurí­
dica de los convenios colectivos - es decir, las tesis contr.ac­
t~a Y e tatutaria ( 42)- tienen sus sostenedores en t:-e los 

< 40) "Panorama de la Legislación del Trabajo", pág. 119 y 53. 
(41) n;idem y !"L~ ~ooafGuEz, en rev. "D. L.", cit., T . III, pág. 296 . 

• ~obre }a ~a .. ur:lleza JUndlca de los laudos de los Consejos de Salarios. V. 
D. L .. clt .. pag. 1 y ss. del T. IX. Nuestra opinión a pág. 16 y si«:; del 

T. IX de dicha rev. J • 

. ( 42) La impropiedad de esta dicotomía tradicional ha sido destacada 
rec1entemente por Giuseppe CHlARELLI, en su Relación Gcner::ll d'!l Con­
greso de Derecho Social 

~a conc.epción contractual sobre la naturaleza jurídica reconoce en la 
do~trma umversal algunas variantes entre las que corresponde señalar la 
tes1s ?e la estipulación para otro, la del mandato, la de la gestión de 
negoc1os, la de la personalidad moral. 
... ~a ~esis ,;onoci~.a como "reglamentaria", de la "convención-ley", 0 

e lnst.I~uclOnal . surg1o con la intención de superar la ineptitud de la con-
ep~lOn con!ractual para explicar los efectos más importantes del con­

vemo colectivo. 
Una ~ínt~~is de ambas posiciones constituye la tesis "dualista" de 

gran pred1Cac10n en el derecho francés. 
cion Habría 9-ue . situar también. en un esquema conjunto de las orienta­
los .es .dtoctr.ma:1as l a concepción "procesal " especialmente divul,ada por 

JUns as Italianos. ~ 
También al margen de las anteriores fórmulas se situarían posiciones 
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autores uruguayos. Con t d 
. t . o o, parece neto l d . 
J~ erpretacwnes coutractualistas e pre onunio de las 
cientemente hayan teru·do ' aun cuando sólo muy r·e 

una expo · ·, -
ampliamente fundada ( 43). SJcion completa, original y 

Las concep · 
cwnes contractualist 

sobreentendidas en los . as estaban, secrún ·e . , 
'1 . Primeros e"'~ a· o .:> VIO 

so o en las investigaciones de lo ..... ~ -I~s y siguen presentes n; 
autores que, un poco impropia s ~lvlhstas, sino en l:Js de los 

? - men e, se llaman "laboralis " 
- 4. E n particul 1 - tas . h . . ar, as ensena 

e o Civli se mantienen finnement nzas_ de la cátedra de Dere-
convenio-contrato e adictas a la concepc·, d 

· ' lOU e l 
Así, BAn.Ev examina el conv . 

de la teoría de los contratos de ad~nz~, colectivo por det"il,:ación 
contractual también es ex eslOn ( 44)' cuya naturaleza 

El contrato colect· presamente reivindicada. 
t· lVo aparece e 
IVo de los posibles abusos delllam~mo una especie de COITec-

no ser un particular indeterm. d .. do contrato de adhesión a l 
y, sobre todo, al constituir ma o el que presta esa adhesión 
el 1 se una potenci 

emp eador las condicione d 1 a capaz de discutir con 
s e a oferta. 

La constitución d 
( e esa potencia , · 
grupo o sindicato) para dl's t· economica e intelectual 

' cu 1r con el 1 nes a que han de ajustarse 1 e~p eador las condicio-
según se entiende a rest"bl os clontratos Individuales, conduce 
d I ' "" ecer a nece"'ari·a . . , e as parte" M · - ~ pos1c1on igualita · 

"'· as aun, los contratos . d' ·a na 
precedidos, a través del t m IVl uales vuelven a ser 

. con rato colecti 1 caract ensticos de la contr t . . vo, por os pourparlers 
. . a acion normal 

t:xpreswn del consentimie t d ' que garantizan la libre 
no e partes. 

que tratan de superar 1 . 
Para el cual el a. clásica oposición, como 1 
ral o la teoría con~emo sería un acto norma ~ del ya citado C'fltl!.ItF.LLl 

( ops. cits.). Sl'!l~~u::~zsia sobre el interés de cat!;:a~. de fonnac!ón 1lilate~ 
tesis del jurista a me:z:¡te extraña a l as caiU: ·~ sentada por JAEr.EP. 
exposición en la ~!tea~1encano LENNOH de la re~~c.I~nes t~adiciooales la 
de Derecho cit ) sa edonda sobre Convenios C ~si ~ legislativa (V. !fU 

( 43) •'Í:.a . ·tur- . . . . o echvos de la Facultad 
''Diritto del La~a .," gi~ndzca del contratto e 1 . 
colectiva" en rev~r?..Ó ~~!.án: 1952; "Naturaleza oj~~~~~ di .lavoro" cu r~v. 

. (44) V. BA · · czt., T. IX, Nos. 52-53 a ~e la convenctón 
VIdeo 10' ed' lóYLEv, J., Curso de las Obl' . • Montevideo, 1:>53 

• IC n. xgactones, pág. 50 . ~~ · 
Y ~., .. Monte-

• ., 
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25. La doctrina precedentemente expuesta que ~-·-::-cibir¡¡ 

grande, aunque tácita aceptación, mantiene lo que DEVJ::ALI 
denomina .el esqnema primitivo del convenjo colectivo ( 45 ) . 
En puridad, no se distingue entre el convenio colechvo y el 
contrato individual del trabajo y se analizan ambos a la luz de 
los más rigurosos principios del derecho privado. 

No aparece clara, en la posición antes expuesta, l~ especí­
fica naturaleza y sustancia del acuerdo colectivo, ni la formn 
de establecerse las r elaciones entre las par tes. Tampoco se 
aporta una respuesta a delicados problemas como la represen ­
tación de los contratantes individuales en la concert:lción co­
lectiva previa, los efectos y el ámbito de validez personal, y 
las acciones que de él emergen. 

En todo caso, como el único acuerdo que puede hacer sur­
gir verdaderas obligaciones parecería ser el resultante del ulte­
rior contrato de adhesión -contrato ele traba jo-, las cPestion0s 
concernientes al contrato colectivo previo perderían parte de 
su interés. 

26. La tesis reglamentaria va a ser originariamente pre­
sentada, en forma incidental, por SAVAGUÉS LAso al tnb r de 
explicar el sentido que atribuye a la expresión contrat0 colec­
tivo, aplicada al instituto del concordato de acreedores ( 46). 

Este autor parte, en efecto, de una crítica a la afirmación 
contenida en la clásica mono~rafía de RouAsT, según la cual, 
los contratos colectivos serian una charte> palabra que pro­
cura "indicar el rasgo característico de ciertos actos jurídicos 
que dan normas sujetándose a las cuales podrán llevarse a 
cabo otros actos en el futur o" ( 4 7) . 

Para SAYAGUES LAso, ese criterio sería erróneo en lo que 
concierne al concordato de acreedores, para el que rejyindica 
la designación "contrato colectivo" mientras que los convenios 
colectivos "forman una categoría especial, cuya carar.terística 
esencial sería cierta delegación del poder público de la facul­
tad legislativa". La referida delegación legislativa sería "in-

. , 

.) 

(45 ) DEVEALI, Mario L ., "Lineamientos'', pág. 457. B ueno;; Ai••!S, 1::153 
(46) SAYAGUES LAso, Enrique, "El crmcordato··. Montevideo, 1937. 
( 47) Op. cit., vág. 92 . 
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d.irecta, porque si bien en último término -concluye-- es 
siempre la ley la que da eficacia a estos acuerdos, son éstos los 
que establecen su reglamentación, es decir, la situ~ción jurí­
dica objetiva a la cual tendrán que adherir los que quie~en 
contratar en la materia que comprende" ( 48) . 

27. En el esbozo interpretativo anterior, va implícita la 
admisión de la juridicidad de l a delegación de facultades le­
gislativas. 

Pero, la tesis reglamentaria es principalmente resistida 
por la doctrina uruguaya, en la medida que se rechaza y se con­
sidera irregular cualquier forma de delegación de poderes 
ccnstitucionales ( 49). El punto de verdad que pueda haber en 
esta posición y en sus críticas se examinará más adelante. 

28. Con todo, debe agregarse que algún desarroilo mits re­
ciente, en el campo del derecho laboral, ha vuelto a pred1c~r 

la doctrina reglamentaria en términos extremos. El cor1venio 
colectivo resulta aquí definido como ·'un conjunto de normas 
que se da la industria, normas de carácter impersonal, gene­
ral y abstracto". Aún, más claramente, se ha afirmado que 
posee la calidad de "un reglamento, una nueva manifes tación 
del derecho normativo que, por un proceso de gestación extra­
parlamentaria, habría adquirido la fuerza obligatoria de la 
ley" ( 50 ). 

En cuanto al ámbito de validez personal de los convenios, 
sus efectos, acciones a que dan nacimientp y contralores ; las 
orientaciones reglamentarias, aceptan los principios recibidos 
por los expositores clásicos de la doctrina. Así, se llega a sos­
tener que aún en los términos del derecho positivo uruguayo 
resultante de la ley de 1937, "debe desecharse la posición de 
que los convenios sólo obligan a los firmantes o a quienes die­
ron su aprobación, pero no a los asociados de la institución 
patronal que no consintieron" (51). 

( 48) Op. cit., nota 1 a pág. 92. 
(49) Cfre.: REAL, A. R., Los Decretos-Leyes, Cap. III, Montevideo, 

1946; ARi:CHAGA, J. J., Teoría del Gobierno, t. II, pág. 330, Montevideo, s. f. 
(50) CAROZZI, Leo, Temas de Derecho Laboral, Ambito d0 validez 

personal de los convenios colectivos. Montevideo. 1952. 
( 51 ) Op. cit. 
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29 
L a tesis de D E FERRARI, aunque vinculada a las doc­

. . d ~ 
·t rinas contractualistas , parte de la crítica de es~as y, es 
l uego del rechazo de la interpretación reglamentana. 

~ara este autor, a pesar de l o atrayentes que pue~an ser 
las nuevos puntos de vista que resultan de aceptar la ¡dea de 

d t - · "no ha Uecrado 
la :institución o de la comunidad e raoaJO, e: 
el momento de descartar totalmente l as tesis contractua~ls~as 
a }as que ultimamente han regresado mucho~ a~tores msig-

, 
1 5

2 ) Porque "es más fácil acomodar el mstüuto dentro nes . , . . . 
del orden jurídico vigente, valiéndonos de los pnnclplO~. e 
ideas del derecho civil, que pretender ver en la convencwn 
colectiva un verdadero cato.clismo, un nuevo régimen de d_e.s· 
composición del poder etático, un proceso más de generacwn 

extra-legislativa del derecho" ( 53 ). 
Lo que la doctrina contractualista no podía explicar, eran 

tres aspectos o consecuencias, que para DE FERRARI, se supo­
nían por error inherentes al convenio colectivo; a saber; ·los 

· bTd d la crea-efectos con relación a terceros; la mderoga 1 1 a Y 

ción de una doble relación jurídica. 
Para dar satisfacción a estas preguntas, que el contrac­

tualismo dejaba sin respuesta, es que habría debido. echarse 
mano a la idea de institución o de comunidad de trab9.JO. Pero, 
precisamente, DE FERRARI parte de la negación de tales su-

puestos. . 
Se debería pues reconsiderar la posición contrar.tuahsta, 

adjudicando importancia capital a dos puntos esenciale_s.: 

a) Determinación del objeto mismo de l a conve~1c10n co-
. . . b " lo que conv1enen las 

lectiva, esto es, prec1s1on so re que es 
dos partes al ajustar la convención"; . 

b ~ Distinción entre los efectos jurídicos y las repercusiO-

res económicas y sociales de los contratos. . 
En cuanto a lo primero, o sea la determinació~ de la ob~l­

cración asumida por las partes, DE FERRARI, actualiza u~~ aür­
~1ación de DE VISSCHER, según l a cual, en la convenclOn co-

r 52 ) 
f 53 ) 

Re''· "D. L .". T . IX, pág. 166. 
Idem, pág. 168-169. 
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lectiva las partes se obligan a actos negativos y no a actos po­
sitivos. 

Siguiendo esta línea, puede decirse que el "convenio co­

lectivo sería aquél por el cual un empresario se obliga a no­
ajustar con terceros cláusulas contrarias a las convenidas an­
teriormente con un grupo de obreros o con la organización 
que los representa". 

Siendo así, resultaría claro que, sin adquirir efectos etgLo­
omnes, la concertación de un convenio colectivo obstana :.1 
empleador a suscribir contratos individuales que contrarien 
sus preceptos. Tal consecuencia poseería, en la prácti~a de las 
relaciones profesionales, un insospechado alcance. 

En este punto, viene a situarse la segunda cons.ideración 
antes apuntada. Es decir el reclamo de que no se confundan 
los efectos jurídicos. con las repercusiones económicas y so­
ciales de los contratos. La existencia de tales repercusiones no 
sería, siquiera, una especialidad del convenio colectivo, pues­
to que son muchos los contratos cuyos efectos extra-jurídicos 
son de tal magnitud que hacen pasar a segundo plano a éstos. 

Luego de destacar esta distinción, DE FERRARI, concluye 
que es el convenio colectivo como hecho económico-social y no 
como acto jurídico el que afecta a terceros extraños a la re­
lación contractual. No habría, por tanto, por la aplicación de 
los convenios ninguna anormalidad, ni cabría titular efectos 
"erga ommes", los que no serían en modo alguno efectos jurí-· 
dicos del contrato. 

30. El autor antes mencionado, niega también 1 ::~ condi­
ción que, bajo el nombre de inderogabilidad, se estima comun­
mente característica de los convenios colectivos. 

Así, afirma que si "el patrono no celebra nuevos cúntra­
tos violando la convención colectiva", ello se explica "simple­
mente por las repercusiones de orden económico que le aca­
r rearía ese hecho -huelgas, represalias sindicales, demandas 
judiciales, indemnizaciones, etc.- pero si celebrara un con-
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venio derogatorio no tendría jurídicamente más sanción que 
la que corresponde a los que violan los contratos" l_54). " 

. Por idénticos fundamentos se rechaza la que htu~: su­
p.uesta doble relación jurídica"' creada pol· la convenclOn co­
lectiva y las dos clases de acciones que generalmente se con-

sideran sus lógicas consecuencias. , 
Para DE FERRARI "de la convención colecti.va ~ac~nan 

ún icamente acciones a favor del empleador Y de~ smd1cato 
pactante y, cada obrero, individualmente , no te~d~w ~ás ac­
ción que la que emana de su contrato de trabaJO ( 5::>) · 

Ello sería así, en virtud de que, si "algunas de las normas 
· , · formar parte del contrato de la convencwn colechva pasan a 

individual al mismo título que pasan al contrato los usos, las 
costumbres o las normas contenidas en el reglamento de ta­
ller·· ... "el obrero no tiene ninguna acción basada en la, con­
vención colectiva ni es d e ninguna manera parte de ella · En 
ese mismo orden de ideas, este autor concluye que "todas las 
acciones contra el empleador emanan del contrato individual 
de trabajo que sigue siendo aquel por el cual, m~dia~:e un 
precio , una persona coloca su actividad bajo la direcc10n de 
otra para desarrollarla de acuerdo con las leyes, los r~glamen­
tos de taller, los usos y las costumbres, las convencwnes co­
lectivas celebradas anteriormente por el patrono Y lo conve­

nido por las partes" (56\. 
31. Al a~tor que se glosa, no le escapa la inadaptación 

de sus ideas sobre la convención colectiva a los nuevos desa­
rr9Uos alcanzados en la práctica por esta figura , en el plano 

del derecho comparado. , 
Sin embargo, estima que "el régimen espe~ial a que esta 

ometida lá convención colectiva en nuestros d1as, forma par­
~ de la política del contralor económico y nada tiene que ver 
con el problema de su naturaleza jurídica a ~e1:o~ que, coro~ 
co,nsecuencia de ello, se cambie la naturaleza ]und1ca de todos 

los institutos de derecho". 

.. 
\54) 

punto de 
Cap. I. 

(55 ) 
(56) 

Idetn. p3.g. 172. Nuestra discrepancia con este punto tienl:! s u 
partida en las disposiciones d<' la ley 9.675. V .. infra Parte II, 

Idem. pág. 173. 
Idem, pág. 172. 
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32 . En suma, en este nuevo enfoque contractualista, se 
presenta al convenio colectivo como un sim ple contrato, que 
por no estar expresamente descripto en las fórmulas tradi­
cionales pertenecer ía a la clase de los innominados. 

Este contrato, no diferir ía de los otros ni en sus efectos,. 
ni en las acciones a que daría nacimiento y no poseería mas 
obligatoriedad que la que afect aría a las partes que lo celebra­
ron. Los t erceros, extraños a la con vención, sólo se verían in­
volucrados por las r adiaciones extra-jurídicas del contrato, 
es decir, por sus repercusiones económico-sociales , Este tipo 
de repercusiones no sería, tampoco, exclusivo de los conve­
nios colectivos. 

Por calificar al convenio colectivo en el grupo de los con­
t ratos innominados, la tesis expuesta no se vincularía a nin­
gun a de las clásicas del contractualismo, en particular , repu­
dia como falsas y erróneas las tesis del mandato, la estipula­
ción para otro y la gestión de negocios . 

En cuanto a los desenvolvimientos d e la figur a en los úl­
timos años, se t r ataría d e anormalidades juzgadas transitori'ls 
y . no afect arían su esencia o natu raleza jur ídica. 

33 . Los mayores reparos que p ueden fundarse contra las 
diversas corrientes, antes expuestas derivan, posiblemente, ae 
su pretensión de universalidad que les hace olvidar el carác­
ter puramente relativo de los conceptos de derecho. 

Aún frente a un derecho positivo como el uruguayo de 
extremada parqued ad , es imposible dejar d e tener en cuenta 
el condicionamiento conceptual que resulta de las breves dis­
posiciones que reglamentan la contratación colectiva. Con !llucho 
más razón, todavía, la naturaleza del instituto depende de l a 
reguÚición normativa, en los países en que ésta es pr.ofusa y 

detallada. 

Por ello, es preciso . admitir que el concepto doctrinario de 
la convención colectiva, no puede analizarse sin consHlér.ar s t­
multáneamente sus desarrollos legislativos y sus manifesta ­
~ion~s pr~ctic~s: Surgir~n así, sin·· de~medro del concepto ort­
ginal, o básico de convención colectiva,. tan.~as variantes na -
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cionales como imponga la diversid ad de las leyes y de las prác­

ticas profesionales. 

34. La anter ior afirmación se presenta aparentemente. 
como contradictoria. No lo es, e n la medida que aceptemos, so­
bre una silueta común, tan t as alteraciones o transformacio­
nes como deben ser determinadas por los fact ores antes apun­
t ados y que admitamos que tales t r ansformaciones pueden creai.· 

figuras perfect amen te distintas. 

Tal lo a ue ocurre en la realid ad , y l o que algunos auto­
res aú~ sin ~dvertirlo plenamente, han reconocido al estudiar 
los' desar r ollos del instituto en su propia evolución n acio-

nal (58) . 
Por consiguiente , el particularismo d erivado de las va­

riantes legislativas y profesionales de cada país, impide una 
t eoría general u nívoca sobre la naturaleza jurídica del conv~­
nio colectivo, pero no impide apr ovechar los aportes doctn­
narios adecuadament e clasificados. En los capítulos siguien­
tes se tratará d e los convenios, atendiendo sólo a los aspectos 
presentados por el derecho positivo y la realidad profesional 

uruguayos. 

p Traité de Droit du Travail, pág. 126 Y ss., esp. 
( 58) '!"·· D~RATND,I p., , 1942 Más explícitamen te CHJARELLI , en la 

not a '2 a pag. c1t., . , ans, · 
Relación citada. 

• 



Parte Segunda 



CAPÍTULO I 

EL REGIMEN DE LA LEY 9.675 

35. Según hubo ocasión de adelantarlo en el Capítulo 
anterior, l a ley 9.675 de 4 de agosto de 1937, debe ser conside­
rada la primera y hasta la única que acogió, con carácter ge­
neral la figura del convenio colectivo en el derecho uruguayo. 

Esta ley presenta dos aspectos perfectamente disociables. 
Por una parte, asimila y da sanción de ley laboral a todo con­
venio colectivo y, por otra, incorpora, con aplicación restrin­
gida a un gremio, la categoría híbrida de los convenios norma­
tivo-obligatorios para toda la profesión. 

El art. 19 es el que contiene la disposición general. Dice 
así; "Facúltase al Instituto Nacional del Trabajo y Servicios 
Anexados y al Instituto de Jubilaciones y P ensiones del Uru­
guay para vigilar, en lo que les sea pertinente, el cumplimien­
to de los convenios celebrados entre patronos y obreros". Este 
precepto resulta complementado por el Artículo 4':> que es­
pecifica las multas con que deberán ser castigadas las infrac­
cion.es "a los 'referidos convenios" y da normas sobre el pro­
cedimiento a seguir para su aplicaci6h (59 ) . 

La categoría nueva de ios convenios obligatorios para 
toda . la profesi6n, cuya incorporación fué la verdadera e in­
mediata causa de la sanción de la ley N9 9.675 ( 60 ), resulta 
de s1{.Art. 29. Segón éste: 1'Los convenios suscriptos por ma­
yoi-ía nor la Liga de la Construcción o entidades afiliadas, una 
vez ·depositado un ejemplar de los mismos en el Instituto Na-

: '· ' .(59) El Decreto de 21 de setiembré de 1937 declaró la aplicabilidad 
ael :procedimiento establecido para el cobro de multas por la ley N° 5427, 
de 29. de mayo de 1916. 
' : '< 6\J) · SANGUINETTI, op. cit., pág. 213. 
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cional del Trabajo y Servicios Anexados, adquirirán fuerza 
o~ligatoria ~ara los patronos afiliados o no a las expresadas 
Ligas_ o entidades". Los incumplimientos de estos convenios 
especiales son sancionados en la misma forma que t d 1 
d ' .. o os os e mas. 

36 · Aún cuando el ia!sr GR d~iQario se concreta sobre 
los convenios comunes, pues la eficacia de los especiales resul­
ta de la ley, corresponde efectuar algunas precisiones respec­
to de ellos: 

«!) .L~ ley_ 110 ~e _refi re s.i,n.,g 9 la p atte. patr·o nal, que re­
sulta, asimismo, la un¡ca obligada; 

· 'b"f La expresión válir1a del .,.,+;, · 
. . -+ cons~~n~nto en los conve-

n~o_s ~spe~Iales es u n acto de la mayoría de integr antes de las 
OI gamzacwnes expresamente designadas; 

El efect9.,...extensivo ~ -9Pera automáticame t el 
deposito de un · 1 . = · . · _ n e Qor 
.- . eJemp ai uel convemo suscripto por +ales ·.ma-

yonas, !o que excll1.ye cualquier . f~séalización o COJltral~;. 
d j L a_ extensión de los efectos no sólo ~lcania a los pa tro-

nos contranos al convenio pero adheri·d l . . 
• J os a as orgrunzacwnes 

gremiales ~esi~nadas, sino a las completamente extraños a di-
chas orgamzacwnes, es decir a la totalidad de la f . . 

. ' pro· es10n. 

37 · Alg~n~s de las precisiones que acaban de formular-
se, resultan uhles para el esclarecimiento d · 
d 1 , · e vanos aspectos 

e regimen aplicable a los convenios colectivos comunes. 

Así, no puede dudarse que para el legislador uruguayo 
de 1937, el convenio colectivo aparece íntegramente com u n 
acuerdo unilateral o que impone obligaciones a una sol: de 
las partes. 

P~ece, también, que el legislador ha aceptado que Jos 
convemos no poseen, por regla general, obligatoriedad sino 
res~ecto de los patronos que los ratificaron, individual o co-
lectivamente. · 

Queda en pie, en cambio, en esta primera confrontación 
el ~unto de 1~ validez de los convenios suscriptos por crgam~ 
zacwnes gremiales respecto de sus adherentes, en parÜcul~r, 

0 
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de los opuestos al convenio o que manifiesten su voluntad de no 
acatarlo. 

38. LD abstención de la ley en todo lo que podrin signi­
ficar u na definición d.el concepto y naturaleza jurídica de la 
figura común a la que viene a prestar sanción jurídic3, conduce 
a admitir : 

~- En cuanto a las partes que pueden intervenir en la 
concertación de los convemos colectivos comunes, la ley es 
igualmente parca, ya que establece la fórmula muy vaga "ce­
lebrados entre patronos y obreros" . 

En la práctica profesional, se han concertado y cumplido, 
antes y después de la ley de 1937, convenios en los que par­
ticiparon indistintamente diversos individuos y grupos. 

Así, por la parte patronal se conocen convenios en los que 
intervinieron asociaciones con personería jurídica, simples 
grupos accidentales o permanentes de patronos, un solo patro­
no o empresa singular y hasta dependencias de la administra­
ción pública. Entre todas estas categorías, la dominante es la 
de convenios suscritos por empresas o establecimient0s sin­
gulares. 

Por la parte obrera, la situación es similar. Existen, en 
efectos, convenios concertados por sindicatos con o sin perso­
nería jurídica ( 61), convenios celebrados por d elegados del 
gremio, o por delegados de los respectivos personales de la em­
presa o empresas comprometidas. 

( 61) Sobre la personería y reconocimiento de los sindicatos en el 
derecho uruguayo, V. nuestro "Panorama de la L egislación del Trabajo"', 
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La condición de "delegados" invocada por los trabajado­
res firmantes, viene respaldada normalmente por' la expresióll 
"designados por la asamblea del personal" o "la asamblea del 
gremio", pero sin que consten los procedimientos o garantías 
.con que las respectivas designaciones se' produjeron. 

40. La unilateralidad del pacto que, según se expuso,' apa­
recía insinuada en la ley, viene confirmada como se adelantó 
por la práctica profesional, desde los más remotos anteceden­
tes (62) . 

Los convenios colectivos que pueden conocerse, son unáni­
mes en no incluir obligaciones específicas para la parte d~ los 
trabajadores, y si en a lgunos casos, parecería impuesto un .com­
portamiento obrero, ello es más bien un condicionamiento d.e la 
vigencia de la verdadera obligación. Tales, los casos en que los 
delegados obreros asumen el compromiso de la normalización 
del trabajo en determinado plazo, o cláusulas similares. 

Resta saber, sin embargo, el grado de validez que podrían 
alcanzar las cláusulas que impusiesen otr o tipo de obligac!on~s 
a la parte obr.era, como podría ser la renuncia a la huelga o 
la "obligación rE:lativa de mantener l a paz" ( 63), con o sin fi­
jación de p lazo. 

En cuanto a elio, conviene excluír de antemano la posi­
bilidad de contralor y sanción por los organismos administra­
tivos, pues el procedimiento creado por las leyes aplicables 
sólo ha tenido· presente la fiscalización de los comportamientos 
patronales ( 64) . 

P ero, aún entr e las partes, si se t iene en cuent a lo dispues­
to por la Constitución sobre el derecho de huelga - -que por 
falt a de reglamentación debe ser mirado como incondicionado­
parece claro que un convenio no podría obstar a la declar ación 
de este estado ni siquiera por plazo determinado ( 65 ) . 

( 62) V. nota 23. 
( 63) V. KRoTOSCHIN, en rev. "Derecho Laboral" , T . IV, pág . 19. 
( 64) V. nuestro articu lo sobre "Régimen para l a aplica ción de mul­

tas por infracciones a l a legislación del trabajo" , en rev. "Der. Lab'', T . 
l , yags. 122 y SS. · 

(65) En contra, CouTURE-PLA, ·La huelga , pág. 139, Montevideo , 1951. 
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41 . Las obligaciones que la parte patronal ha asumido 

110rmaimente al celebrar los convenios, y en su calidad de t al, 
s~ r efieren principalmente al conflicto colect ivo que es el an­

tecedente lógico las más de las veces. 
Entr e ellas, merecen citarse, por su frecuencia, las siguien­

tes : obligación de reincorporar a uno o a varios trabajadores 
despedidos; obligación de abstenerse de adoptar represalias; 
obHgación de cumplimiento de determinadas p rescripciones de 

la ley. 
Respecto a este ú ltimo punto, conviene recor dar lo dicho 

C'l1 el cap ítulo anterior , sobre el planteamiento de conflictos 
por los trabajadores para reivindicar la aplic.:ación de las leyes 
laborales - especialmente sobre horarios, licencias, o acciden­
tes del t r abajo- y el subsiguiente reclamo para que el conve-
1,io que le pone término, recoja una manifestación patronal 
cbligándose a respetar las prescripciones legales de fondo. 

Las cláusulas de cumplimiento d e La ley, poseer ían según 
se adelantó, u n carácter purament e político-gremial, desde que 
carecen aparentement e de sentido jur ídico. 

42 . Entre las cláusulas que la doctrina designa "norma­
iiva5·' de los con venios, o sea, las que determinan el r égimen 
a que han de ajustarse los cont ratos individuales de t rabajo, 
aquéllas que se refieren a los salar ios mínimos y las categorías 
han sido afectadas por la ley N9 10.449 que estableció los Con­
sejos de Salarios. Este conflicto de leyes, sobre m ateria tan im­
portante merece un examen especial, que será el objeto del 

p róximo capít ulo. 
P ero, la tarifación de los salar ios, con ser importante, no 

agota la finalid ad t itulada " normativa" de los convenios co­
lectivos y en la realidad profesional uruguaya se presentan 

var iados ejemplos. 
Son dignas d e citar se , al r especto, las cláusul:ls sobre 

prohibición de multas, sobre sistemas d e horarios, sobre su ­
plencias, sobre horas extraordinar ias, etc. ( 66 ) . 

<66) En algunos gremios, com o el de au to buses, la reglamentació n 
-de estos aspectos es particularmente cuidadosa, aún antes de la sanció n 
de la ley N9 9675. 
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No han sido ajenas a ciertos convenios, muchos de ellos­
celebrados con posterioridad a la sanción de la ley N° 9675, 
otras preocupaciones. 

Entre ellas, la organización del mercado de trabajo, por el 
reconocimiento patronal de bolsas sindicales y la aplic~ción del 
sistema de registros y turnos en ciertas activjdades. 

Con antelación a las leyes respectivas, se habían incorpo­
rado, asimismo, disposiciones imponiendo indemnizaciones pa­
ra casos de despido intempestivo, con fijación de prc-avisos. 
Algunos convenios habían también incorporado mejords al régi­
men legal sobre accidentes de trabajo. 

43 . En el plano de las relaciones sindicales, es Ír<:!rue nfP. 
que se incluya la expresa mención del reconocimiento de un 
sindicato obrero, así como de comisiones mixtas o delegados del 
personal, pero es la llamada cláusula sindical) que equivale 
al cierre del taller para el personal no ?filiado al sindicato de­
signado, la que ha provocado mayores discuswnes. 

El punto debatido, en torno de la " cláusula sindical" no 
ha sido propiamente su licitud, sino la posibilidad de contralor 
de su cumplimiento por los organismos administrath·os, por 
aplicación de los Arts. 19 y 49 de la ley de 1937. Después de 
algunas indecisiones, el Instituto Nacional del Trabajo, optó 
por abstenerse con carácter general de ejercer el contralor que 
requerían algunas asociaciones de trabajadores que habían 
pactado cláusulas de este tipo ( 67 ) . 

44. Una variedad curiosa de cláusulas y aún de cúnvenios­
que se han presentado en la práctica en el Uruguay, la consti­
tuyen aquellos que se entienden destinados a f&cilitar la a·oli­
cación de los laudos de los Consejos de Salarios ( 68 ) . 

( 67) Sobre el contralor de la "cláusula sindical" y los fundamentos 
<iel Instituto Nal. del T r abajo para no controlarla más , V. SANGUINETII, op. 
cit., págs. 216 a 224. Sobre cláusulas sindicales, en general , V. D~LALJ , 

Curso de Derecho Sindical, 2~ ed., pág. 208. 
(68) En el convenio entre la empresa y el personal de un T~atro, de 

27 de febrero de 1946, se dice expresamente que el acuerdo tiene por finali­
dad evitar las complicadas operaciones que demanda la aplicación der 
laudo en cada caso particular. 
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La juridicidad de tales cláusulas o convenios está lig~a 
a ]a solución del conflicto entre el régimen de los converuos 
colectivos reconocido por la ley N<? 9675 y el ele los Consejos 
de Salarios instituído por la ley N9 10.449. La oposición de am­
bos regímenes será el objeto del capít ulo siguiente. 



CAPÍTULO II 

EL CONFLICTO ENTRE EL REGIMEN DE LOS 
CONVENIOS COLECTIVOS Y EL DE 

LOS CONSEJOS DE SALARIOS 

45. Como se advirtió al comienzo de este estudio, el le­
gislador uruguayo, decidido a establecer un r égimen para la 
fijación de los salarios mínimos, se inclinó deliberadamente en 
1943 por el sistema de los Consejos de Salarios. 

Los antecedentes de la Ley de Consejos de Salarios, revelan , 
sin embargo, que el Proyecto sancionado origina riamente por 
la Cámara de Representantes, en el año 1941, contenía una 
serie de normas que colocan más bien como subsidiario al 
régimen de la fijación de tarifas por laudo, manteniendc y aún 
ampliando el de la ley 9675 ( 69) . 

( 69) Según se expresa en el informe de la Comisión de Represen­
tantes, el Proyecto de 1941 establecía un triple mecanismo para la fija­
ción de las tarifas, a saber : fijación "por vía de autoridad", fij<Jción por 
convenios colectivos y fijación por Consejos de S alarios. Aparte de la in­
tervención que se le reconocía a las organizaciones profesionales en lo!' 
procedimientos primero y tercero, el Art. 189 del Proyecto de la "Comisión 
investigadora sobre vida y salarios obreros", disponía: "Decláranse com­
prendidos dentro del régimen del Art. 29 de la ley N9 9675, de 4 de agosto 
de 1937, y sin perjuicio de lo dispuesto en el Art. 19 de la misma ley. las 
siguientes asociaciones patronales: Cámara de Industrias, Cám ara de 
Comercio, y Cámara Mercantil de Productos del País. El P oder Ejecu tivo. 
con la opinión favorable del Consejo de Ministros, podrá incluír en el 
mismo r égimen a otras asociaciones patronales con personería jurídica. L a 
representación obrera en los convenios colectivos será adjudicada de 
acuerdo y con las garantías establecidas por la presente ley y su r egla­
mentación. 

E l propio informe de la Comisión decía que el Artículo transcripto 
"modifica, ampliándola, la Ley de 4 de agosto de 1937, de aplicación útil 
demostrada por la experiencia de varios años''. En todo caso, parece claro 
que la fórmula, de 1941, al extender considerablemente, y aún facultar para 
nuevas ampliaciones el sistema de "convenios especiales", signüicaba la· 
generalización de¡ un régimen de convenios reglamentados. L os convenios 
colectivos previstos entonces y el sistema denominado fijación " por vía 
de autoridad", hacían más manifiesta aún la nota de unilateralidad refe­
rida en el Capitulo I. 
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C~ando, en definitiva, se adoptó com o mecanismo norm al 
Y dorrunante el de los Consejos de Salarios, fué necsario t omar 
una decisión sobre la vigencia del r égimen de los conveclos y 
de la ley de 1937 ( 70 ). 

El cr iterio adoptado, un poco apresurad amente por el Ar­
t~culo 36, ~nc. ~<:>, de la l~y N9 10.449, no se concretó a especi­
ficar la pnmacm o supenor jerarquía jurídica de la norma-lau­
do_ so~re la norma-convenio, sino q ue postuló la competencia 
v;·watwa de los Consejos, en mat~,i,a Q.e ~,ulari.Q$ Jl~ .m,te _ 
~- w 

Una primera y radical interpretación de esta regla, condu­
c~ a negar, en absoluto, la posibilidad de una fijación de sala­
nos o de~cripción de categorías por ot ro mecanismo fuera de 
los ConseJOS de Salarios. 

_Pero tal interp~·etación no corresponde, ya que la compe­
tencl~ de los ConseJos de Salarios no se refiere a la fijación de 
s~larws: ~n general, sino exclusivamente a la imposición de ta­
nfas nununas, según especifican los Arts. 5 , 15 y eones. de la 
ley de 12 de noviembre de 1943. 

Siendo así, las partes individualmente o por la mediación 
d~ acuerdos colectivos, están en absoluta libertad para conve­
mr ?tras retribuciones con tal que cubran los mínimos esta­
blecidos por los correspondientes laudos ( 71). 

46 . En cuanto a la descripción de categorías la situación 
en principio, se presenta como similar, por ser l~s categorías 
puntos de referencia de los salarios mínimos fijados y porque 
la Ley especifica textualmente que la competencia privativa 
?barca los salarios (mínimos) y sus cat egm·ías. 

No obstante, la libertad de los participantes en la concerta­
ción de un convenio que describa o e specifique categorías, es 
mucho menor en esta materia que en las r estantes, incluso so­
bre salarios. Casi puede afirmarse que las posibilidades con­
vencionales quedan circunscriptas a las actividades no lauda-

( 70) Sobre este punto y lo relacionado con el Art . 36 de la Le y NI> 
10.449, V. SANGUINETI'I, op. cit., pág. 214. 

(71) V. "P anorama" , pág. 123. 
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das o a meras y muy secundarias precisiones, so pena de afec­
tar la integridad o la economía de los laudos, es decir de le­
sionar la competencia declarada p1·iv ativ a de los Consejos de 

Salarios. 
En este sentido, el convenio colectivo podría presc1té:rse 

-dada la falta d e exigenciéls formaies- como un aparato des­
tinado a encubrir, o a facilitar, la violación de las tarifas mí­
nim as . Ese fin persiguen, muchas veces, cierto tipo de conve­
nios de ajuste d e laudo, que ya se mencion aron, aún cuando no 
suelen ser siquiera auténticos convenios y sí apenas ajustes 
multilat erales, en los que se especifican concretament e l as ca­
tegorías y salarios de traba jadores determinados ( 72) . 

47. Otro aspecto, relacionado con la zona conflicí:ual ele 
las leyes Nos. 9.675 y 10.449, es el conce!"niente a les llama<los 
convenios homologados por los Consejos de Salar ios ( 73 ). 

Hay dos clases de estos convenios, que deben ser periect~-
m ente deslindadas. 

En primer lugar corresponde aludir a los convenios que, 
suscritos en la etapa preliminar de la actividad d e los r especti­
vos Consejos de Salarios, las partes presentan por m.echo de 
los delegados profesionales como proyecto de laudo. E::te tipo 
no ofrece verdaderos problemas, puesto que el result:>do fi­
nal es un laudo perfecto, aun cuando la actividad del Consejo 
y particularmente del sector gubernamental haya sido pasiva 
en el proceso d e redacción. El sentido de la palabra hc:nolaga­
ción viene a coincidir, en este caso, con el de la expresión 
"aprobación de u n laudo". El designado como conven:o homo­
logado ser ía en verdad un laudo de Consejo de Salarios y ex­
clusivamente por su condición de tal, seria aplicable y ejecu-

torio ( 74 ). 

48. El convenio -generalmente de alcance pare~~ 1 den­
t ro de la jurisdicción de u n Consejo- que se presenta par a 

( 72) V. DEVEALI, Lineamientos, pá g. 447 y ss., 2~ ed. 
( 73) V. P LA RoDRÍGUEZ, Unidad o pluralidad de laudos, en rcv. '"Der 

Laboral" , T . III, p. 296. 
( 74) Cfre. PLA RODRÍGUEZ, op. cit ., p . 297. 
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su mero registro, constituye una segunda categoría 0 tipo de 
convenios homologados. 

~os convenios de esta categoría, a diferencia de los de la 
an.tenor, no s~fren por el acto de su presentación ante el Con­
SeJo, _que se ti~ula homologación, transformación de ninguna 

·esp~cie. Su vahdez o eficacia derivan de su naturaleza de con­
vemos a la que la homologación -a falta de previsión legal-
no puede prestarle ninguna nueva caractei·I's""I·ca L C . 
d s 1 · L • os onseJ os 
. e a anos no tienen otra alternativa que transformar los pro-
yectos en laudos o rechazarlos y no están, por tanto, facultados 
para reconocer o controlar la lecralidad d . 
vos. o e convemos colecti-

La prác~ca de la homologación no puede, siquiera, afectar 
1~ ~~~~etencia de los Consejos, desde que éstos ticneP su ju 

~~t Ic1c~o~ del telrminada por el Decreto de creación, al t~nor de~ 
· e a ey NC? 10.449 (75). 

. < 75 > Di~e ese Art. 10: "Cuando se resuelva la creación de . 
se] o de S~lanos, el Poder Ejecutivo dictará un decreto determina~o .e~~ 
~: 0Profesló~ o profesiones si~ilares sol'l!etidas ~ la jurisdicción del Con~ 

J l.Yh qude mtegran el Grupo, 29) La crrcunscnpción territorial sobre 1 .. 
· cua a e establecerse esa jurisdicción". ~ 

CAPÍTuLo m 

EL AMBITO DE VALIDEZ Y LOS EFECTOS 
DE LOS CONVENIOS 

;. 

49 . La característica unilateralidad de los convenios co­
lectivos en la práctica profesional uruguaya, reduce conside­
rablemente el campo de estudio sobre la validez personal de 
los convenios colectivos ( 76). En puridad, sólo se requieren 
P.recisiones respecto de los patronos o empleadores obligados. 

Ya se '-'ÍÓ, también, que el efecto extensivo está previsto 
e:l(clusivamente para los convenios suscritos por una especial 
organización patronal descrita en el Art. 2Q de la ley N<? 9675. 
Se postergó, en cambio, la discusión sobre la validez de los con­
venios suscritos por organizaciones gremiales de patrones, res­
pecto de sus adherentes, en particular de los opuestos al con­
venio, o que manifiesten su voluntad de no acatarlos. 

50. Aunque la ley de 1937, en su Art. 1 <:> se refiera sólo 
a "convenios celebrados entre patronos y obreros", no puede 
discutirse la aptitud de las asociaciones patronales para con­
certarlos dentro de sus respectivas competencias estatutarias. 
Los patronos q1.1e concurrieron a la formación de la voluntad 
social se hallarían inequívocamente obligados y sometidos al 
régimen de sanciones previsto por la mencionada ley. 

En cuanto a los patronos, que en el seno de la orgamza­
ción se pronunciaron contra el convenio, tienen desde luego, 
la opción entre permanecer en la organización, es d0cir, aca­
tar su dictado, o separarse de ella. Para el caso de que se con­
formen con la decisión m ayoritaria, la obligatoriedad del con­
venio les alcanza en idénticos términos que a los que consin­
tieron expresamente. 

(76} V. sobre el particular. Capitulo III, § 37. 

• 
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El caso de la desafiliación, ofrece una variante, .sE:gúu que 
la separación se produzca antes o después de la definih va con­
clusión del convenio. La desafiliación anterior al petfecciona­
miento de la convención debe ser asimilada a la no acepta~ión 
expresa de un empleador, singularmente considerado. El ccn­
venio no podrá, por tanto, obligarlo en ningún sentido. 

Pero respecto de las de~afiliaciones posteriore:; a la con­
clusión del convenio y, a falta de plazo fijado por la ley, el 
criterio será el de entender obligado al patrono, a menos que 
pruebe la incompetencia de la organización para concet·to.r ~1 
acuerdo o la ilegalidad de sus cláusulas ( 77 ) . 

51. La efectividad de las obligaciones patronales deriva­
das de los convenios colectivos está controlada y sancionada 
por los mecanismos administrativos del Estado. Al margen d~ 
estos contralores, es del caso preguntarse si las organizacio­
nes intervinientes y los individuos afc.ctados pueden accionar 
por el cumplimiento de cláusulas Q.e convenios en vigo.r. 

Respecto cie las organizac~E>nes ;:;::-!dicales de t~·pb~~ "'.i::..Les 

y . p9tr0!1os, 1-:t Iey ciP. 1:! de abril de 1934 acordó a los sindica­
tos con personería jurídica, la f 2cultad de "participar en el con­
tralor de las disposiciones contenidas" en ella, o "en los pactos 
gremiales que se establezcan". Pero, se trata de un texto con al­
cance limita~~ a convenios sobre adelantos de la hora de cierre 
üe ·los establecimientos comerciales. • 

A fnlta de una declaración de alcance general, sólo parece 
seguro que las organizaciones sindicales -aún las no inte:rvi­
nientes en la concertación de los convenios- estarí:m h::.:bili­
tadas para excitar el celo de la Administración, denunciando 
los incumplimientos patronales ( 78). Esta ha sido, por otra 
parte, la forma en que se ha manifestado la actividad de los 
sindicatos, en materia de reclamos para el cumplimiento de 
convenios, aunque por lo general han preferido la acción di-

( 77) Como es sabido, algunas legislaciones, como la francesa de 1919. 
preveían un plazo de ocho día~ para efectuar la renuncia (Código del Tm­
bajo, Art. 31 k, 29, Libro I ). 

( 78) El art. 69 del D. de 26-II -1943, r eglamentario de la ley NI' 9675, 
instituyó en el Instituto N. del Trabajo, "un registro de comunicaciones y 
otro de denuncias de infracción a los convenios colectivos·•. 
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recta, esto es, la intimación bajo apercibimiento de huelga o, 
directamente, la declaración de huelga. 

No puede saberse cuál será la reacción de la Jurispruden­
cia el día en que, efectivamente, los sindicatos comparezcan en 
Justicia, demandando por incumplimiento de convenio ( 79). 

52 . Un interés práctico más manifiesto posee el punto de 

las acciones individuales. 
Una primera cuestión, de carácter !":!'::vio, consistiría en 

saber si efectivamente los con·:~nios facultan a los trabajado­
res comprendidos e!: su régimen a actualizar los derechos que 
éstos le~ acuerdan. La respuesta a ella, cualquiera sea la con­
cepción que se sostenga sobre la naturaleza jurídica de los 
convenios, debe ser afirmativa, al menos respecto de los casos 

de interés actual y directo. 
El ~~ E lamentario de 26 de feprero de 1943, por 

otra parte, confirma ampliamente la tesis permisiva de las ac­
ciones individuales y hasta pone a disposición de los reclaman­
tes por la vía judicial, el "Servicio Jurídico" del Instituto Na­

cional del Trabajo ( 80). 

53. Lo. determinación de los casos en que exist-e un inte­
rés actual y directo del accionante individual parece íor:::osa­
mente destinada a la elaboración jurisprudencia}. Con todo, 
es i:t¡dudalJle que el interés exigido estará presente en todo caso 

de reclamaciones por salarios. 
En lo que concierne a las reclamaciones por salarios o cli­

ferenci2s de salarios derivadas de convenios colectivos, pueden 
entenderse aplicables las disposiciones del Art. 49 de la ley 
N9 10.449. Si así fuera, los trabajadores gozc.rían para estos re­
clamos de acción ejecutiva, auxiliatoria de pobreza legal, dere­
cho a reclamación accesoria y preceptiva por los dBñcs Y per­
juicios emergentes del incumplimiento patronal y del régimen 
especial de prescripción que no vence, cualquiera sea la anti-

< 79) L'l inexic;tenci"l en el Uru•m"'~y de una Ma~istratura especi3li:ada 
para las cuestiones laborales es, sin duda, un obstaculo para el prog<eso 
de este ti•)O de reclamaciones. 

( 80) -Arts. 79 y 89, del Decreto cit. 
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guedad del crédito, hasta un año después del egreso definiti­
vo del trabajador del establecimiento deudor ( 81). 

54. Las acciones patronales por violaciones de sus com­
petidores, o las de las asociaciones patronales contra sns adhe­
rentes refractarios escapan a la órbita de la legislación laboral 
y son, por lo demás, desconocidas, en la práctica, en el Uruguay. 

En cuanto a los incumplimientos de los trabajadores, cuan­
do funcionan como condición, justificarían el respectivo ex­
cepcionamiento de los empleadores. Ya se afirmó, en cambio, 
la improcedencia de un accionamiento patronal para la efec­
tividad de una cláusula de renuncia a la huelga ( 82 ). 

( 81 l V., "Panorama", págs. 123 y sigts. 
( 82) La Jurisprudencia ha considerado, sin embargo. que los Tribu­

nales están habilitados para calificar la legalidad de una huelga y podria 
suponerse que la violación de un pacto de este tipo seria toma da e:n ese 
sentido. V. sobre el particular, nuestra monografía , "El derecho común 
sobre el despido", págs. 35-39 y 131 y "Panorama··. págs. 147 y 53. 

Conclusiones 



Conclusiones 

55. Cuando, en la primera parte de este estudio, se exami-
11aron las diversas tendencias sustentadas por la doctrina nacio­
nal, para explicar la naturaleza jurídica de los c'onvenios colec­
-tivos, pudo establecerse, como objeción general, su desapego 
por Jas concretas disposiciones del derecho positivo. 

Luego de las consideraciones de la segunda parte, parece 
~portuno volver sobre el terna doctrinario, para establecer, a 
~se respecto, algunas conclusiones. 

La primera de todas, por su importancia y por que tiene 
carácter previo, se refiere a la imposibilidad de unificar opinio­
nes en el plano internacional, en torno de una doctrina univer­
sal sobre la naturaleza y efectos jUI·ídicos de las convenciones 
.colectivas, a menos que tal unificación se logre, paradójicamen­
te, sobre la afirmación de la imposibilidad de unificación. 

Esta imposibilidad, no es más que un corola!'io de una con­
dición existencial de la contratación colectiva, esto es, su histo­
ricidad. Los convenios surgen, en la vida profeswnal de diver­
sas maneras, pero ya sea por la línea que titulamos de la forma ­
ción espontánea o por la cTeación de la ley) las variantes e par­
ticularidades nacionales alteran, por regla general, en forma 
t~n p:rofunda el esquema teórico, que es imposible inter pretar· 
las a l a luz de los mismos principios ( 83). 

En todo caso, parece cierto e indiscutible, que no puede 
reputarse idéntica la naturaleza de u n convenio cuyos efectos 
extensivos, a la integridad de la profesión, están previstos en la 
Ley, respecto de la que puede poseer un convenio que nace, se 
desarrolla y cumple. totalmente fuera del aparato jurídico-es­
tatal 

~ 83 } V. Introducción. pág. J 1 y sR. 



-62-

Aún, podría puntualizarse que, las imperfecciones de la teo­
ría contractualista, tanto como las barreras a la admisión de 
Ja tesis reglamentaria o institucional, fluctúan, en el espacio y 
en el tiempo, validando e invalidando, en cada caso, lás críti­
cas o los desarrollos afirmativos ( 84). 

56. El admitir esta concepción eu.oLutiva del concepto con­
venio colectivo, puede conducir a aceptar, cada una respecto 
de una realidad distinta, las teor ías sobre su naturaleza jurídica, 
pero, sobre todo, orienta hacia una modificación sustancial del 
punto de vista. En efecto, resulta más útil que postular una doc­
tr ina única sobre la naturaleza jurídica de los convenios colec­
tivos, aplicarse a precisar, qué tienen de común a lo largo de su 
evolución, en el espacio y en el tiempo, esto es, a investigar en 
qué medida es posible determinar sus propiedades irreducti­
bles, en cualquier regulación legal y en cualquier medio profe­
sional. 

Esta precisión, deriva, asimismo, hacia un esfuerzo de uni­
ficación internacional en el campo terminológico, que ponga 
fjn a las lamentables confusiones actuales ( 85). 

57. Por otro camino, será oportuno confrontar cada desa­
rrollo legislativo nacional y cada realidad profesional con los 
esquemas doctrinarios sobre la naturaleza jurídica del institu­
to. Ello supone una inversión del método de estudio seguido 
hasta el presente, que consistía en sentar una premisa de vali­
dez universal en torno de una figur a ideal de convemo colecti­
vo y forzar luego al instituto real a ajustarse a ese molde doc­
trinario. 

Así , en lo que respecta al derecho uruguayo, el método que 
ya hubo ocasión de aplicar y que se estima correcto, consiste 
en investigar en las interpretaciones y teorías expuestas por los 
juristas, qué respuestas son válidas a las cuestiones planteadas 
por la ley 9.675 de 4 de agosto de 1937. 

En otras palabras, habrá que proceder racionalmente y con 
rigurosa hermenéutica jurídica a interpretar l a ley, y en su ca-

( 84) Sobre el punto de la delegación de facultades legislativas en la 
tesis estatutaria, v. infra, pág. 

( 85) Sobre la cuest ión terminológka, V. supr a . pág. 14. nota 11. 
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so, a integrarla, conforme a las disposiciones contenidas en el 
t ítulo preliminar del C~Civil (86). 

Tal es, en resumidas cuentas, también la tesis de la 
doctrina dualista, aunque el dualismo mismo, como posición 
doctrinaria, implique una generalización que no está ya just i­
ficada ( 87 ) . En otras palabras, el dualismo se sitúa en un pri­
mer momento en una posición inobjetable, cuando frente a una 
figu ra concreta advierte que tiene algo de contrato y algo que 
no es contractual y se aplica a determinar las proporciones. Se 
excede, en vez, cuando cree haber hallado l a fórmula de validez 
universal, siendo que la combinación ofrece todo género de va­
r iantes y aún, que podría no haber combinación alguna, sino la 
presentación pura y simple de un solo elemento o de otros no 
considerados en ese esquema. 

58. Por aplicación del método anteriormente expuesto pue­
de resumirse la parte II de este estudio comenzando por aceptar 
que han aparecido, en el derecho uruguayo, por lo menos, dos 
figuras d~ convenciones colectivas con caracteres definidos Y 
.forzósamente distintas en aspectos esenciales; a saber: el tipo 
de las convenciones comunes o simpLes y el de los convenios de 
efectos normfttivo-oblipatorios para ~oda l a profesión. 

Estas dos categor\as son el producto de las disposiciones de 
la ley 9.675, oportunamente examinada en sus principales as­
pectos y, aunque entre ambos tipos de convenio existan puntos 
de contacto, no es posible llegar a una identificación, en sus 

· f!fectos y, desde luego, en su naturalez<:>. jurídica. 

59. En cuanto a la naturaleza y características del tipo 
ele convenio común, cabe concluir que se presenta como un 
ncuerdo, válido solamente respecto de los empleadores obliga­
dos. No parece por ello, dudoso, que esa obligatoriedad derlva 
del consentimiento expresado directamente o por la interme­
d iaciór: de la organización patronal p::<ctante. 

( 86) V. supra, parte u. Capítulo l. pt:g. 45. 
( 87) La doctrinn dualista formulada por DuRAND (Le dualismc de 

la convention collective ~u travail, Rev. trim. droit civil. 19:1!?. pág. S53 ,. 
sigs .. París ), ha sido expresamente recibida en la doctrin:l am~ricana (V. 

· n.ussoMANO, M. V., Naturaleza e fin alidades da convenc:;ao colehva do tra­
balho, Montevideo, 1951 l. 
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En cuanto al efecto automático> oper aría simplemente por 
la legalización de los convenios, ( 88), que situaría a estos como 
oblir,m.ciones j eTá.z·qy.ica¡nente su periores a las nacidas del con­
trato de trabajo y, por tanto, inderogables por éste. En otros 
términos, al establecer l a ley uruguaya la legalización del ré­
gimen de los convenios, creó una especie de contrato de jerar­
quía superior e inviolable por los individuales, cuya jerarquía 
.;: inviolabilidad conducen a la sustitución automática de las 
cláusulas anteriores o posteriores de los pactos suscritos en tér­
minos opuestos. 

La sustitución de las cláusulas o condiciones opuestas, de­
be entenderse en el sentido de sustitución de las cláusulas me­
nos favorables para el trabajador, pero no de aquellas condi­
ciones que pudieran significar mayores beneficios para la parte 
obrera ( 89). 

En todo caso, para que esta calidad de super-contrato, que 
poseería por ley el convenio, se pronuncie, es n~cesario que 
incluya una regulación de las condiciones generales a que ha 
de ajustarse la contratación y no, como suele hacerse, la deter­
minación de prestaciones singulares de t rabajo ( 90 j . 

60. Admitida esa superior jerarquía y el efecto automáti­
co, la a cci ' ve.rsa.l d ebe también considerarse aceptada. 
··.rale decir que, si se entiende que la convención colectiva en-
1 ra a regir y a dominar las condiciones de la relación indivi­
dual de trabajo, cualq uiera sea la estipulación en contrario, 
debe admitirse el derecho de cada individuo, colocado en la 
situación jurídica subjetiva , de per seguir la aplicación del ré­
gimen correspondiente y de exigir judicialmente al emplea­
dor, las prestaciones o beneficios derivados del convenio. 

61. En cu anto a los convenios, con fuerza extensiva a to­
c1 a la profesión ( 91), la cuestión es análoga en lo relacionado 

<88) V. ~:upra. pág. 47. 
( 89) Es este un principio de interpretación y prelación sustancial en 

f'l derecho del trabajo, por cuanto se t rata de un sistema normativo de ga­
rantías mínimas para los t rabajadores; Círe . "Derecho Laboral", t. X, 
pág. 20. 

<90) V. Supra pág. 15. 
( 91) Siempre referido el tema al derecho positivo uruguayo; Art. zq 

de la ley 9675. 
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con la parte de los t rabaj adores y con los eventuales reclamos 
de éstos. 

Pero, en lo que tiene que ver con la parte patronal, la 
cuestión varía radicalmente, pues aquí hallamos, w1a parte 
obligada aun sin que de ninguna manera haya intervenido en 
la concertación, por el solo hecho de realizar una actividad o 
ejercitar una industria. En otros términos, un constructor o 
una empresa constructora, queda obligada por los conveni06i 
suscritos por la Liga de la Construcción o entidades afiliadas, 
a despecho de su oposición al convenio y aun a su oposición o 
independencia de ese organismo gremial de patronos. 

¿De dónde deriva l-a oblig~o.riedad de las cláusulas pacta­
das? Sin duda de la ley, pero esa obligatoriedad que alcanza 
t oda la categoría, significa la creación de un poder normativo 
de carácter extraetático, que en este aspecto, puede equivaler 
a una remisión del legislador a lo acordado por determinados 
representantes de la parte patronal ( 92) . 

¿Habría, en puridad, en estos casos una delegación de 
facultades legislativ as, como se ha pensado m ás de una vez? 
( 93). Seguramente no, ya que, si bien se crearía una norma, 
no sería una ley, en primer término porque ésta posee un gra­
do de generalidad muy distinto y sensiblemente mayor ( 94) · 
Pero, además, la disposición legal, al conferir a los acuerdos 

( 92) Sobre este particular pueden ser muy oportunas Y aplicables 
las ideas del profesor L ENHOFF, presentadas en su Relación par~ ~1 l Con­
greso Internacional de Derecho S ocial y ampliadas. e n su exp~s1c1ón e~ el 
debate sobre la naturaleza jurídica de las convenc10nes colechvas ~eahz:a: 
do en la Facultad de Derecho de Montevideo, en agosto de 19:>4. ~01 

nuestra parte, estalecimos en la relación nacional de_ y ruguay al menciO­
nado Congreso, lo siguiente : Nota nq 43: "L.a. cueshon p~rec~ que debe 
:;:er resuelta con argumentos jurídicamente vahdos en el amb1to de cada 
Estado. En todo caso, cabría pensar si es imprescindible admitir la_ delega­
ción de funciones legislativas para explicar los efectos normativos del 
convenio y si no es posible pensar que el legislador cree una forma nue­
va de contrato, o de super-contrato, que una vez concertado se imponga 
a los que queden bajo su jurisdicción. . _ . . 

En derecho uruguayo, además, a título de reílex10n, cabna mencw­
nar la disposición del Título de las Leyes que admite que la costumbre 
sea fuente de derecho "en los casos que la ley se remite a ella" ( Art. 9 , 
c. C. ). ¿Tratándose de las c . c. de t. la remisión no sería análoga?" 

(93 ) V. Supra, Cap. II, parte II, pág. 34 nota 49. 
(94) Cfre. JAEGER, en los debates de mesa redonda de la F acultad de 

Derecho de Montevideo. cit. 

5 
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'celebrados por una organización patronal un determinado efe~ 
to, no coloca a los miembros de la categoría en la misma situa· 
dón que cuando enfrentan el imperativo de la ley, desde que, 
la norma a regir, resulta del consentimiento del gremio, siendo 
de la esencia del tipo de asociación de que se trata, la libertad 
'de entrada o principio de las puertas abiertas. 

En otras palabras, si en definitiva, el acuerdo o convenio 
;~~pecial va a ~onstituir obligaciones para toda la profesión, to­
da la profesión se halla facultada para intervenir en su con­
certación dé un modo efectivo, directo y actual. 

s 1 , existiría una norma pero no habría la delega­
ción de una facultad normativa de carácter legal, por el origen 
y procedimiento, y, sobre todo, porque jerárquicamente ella 
:misma quedaría sometida a la disposición de la ley. 

Siendo así, el caso de los convenios especiales del derecho 
uruguayo, encuadraría también en la descripción establecida 
por CHr I cuando presenta a la convención colectiva, co­
rno un "actq ..n<J.nnativo. ~e .iQ:J:.macióu. bilateral" ( 95). 

62. - Por lo demás, y en esto es útil aprovechar la doc­
trina dualista, la convención colectiva crea, o más propiamen­
te, puede crear, relaciones entre las partes contratantes, es de­
cir, entre la organización de trabajadores y la organización 
patronal, o el patrono o patronos intervinientes. Estas relacio­
nes pueden derivar en obligaciones de marcado carácter con­
ti·actual, ajenas a las anteriores, presentes o ulteriores relacio­
nes de trabajo (96). 

Estas cláusulas, con efectos directos sobre los pactantes, 
pueden consistir en el reconocimiento de ciertos beneficios a 
un sindicato, en el establecimiento de multas por el incumpli­
miento patronal u obrero --de las que naturalmente respo!lde­
.rán los pactantes, es decir, en ningún caso los trabajadores, y 
s~ únicamente los patronos, o grupos patronales y las organi­
zaciones de los trabajadores. 

( 95) V. CHIARELLI, en la Relación General cit. al · l Congreso Inter­
nacional de Derecho Social 

( 96) V. nota 87. 
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Estas obligaciones, que las más de las veces, en la práctica 
C:e las relaciones profesionales, en el Uruguay, sólo tienen que 
ver con condiciones para el cumplimiento de lo convenido, no 
pueden significar, en ningún caso, según se aclaró oportuna­
mente, una renuncia al ejercicio de las acciones sindicales y 
concretamente al derecho de huelga ( 97). 

63. - Si se retorna ahora al examen de las características 
esenciales de todo convenio, o sea a aquellos puntos de con­
tacto que, en su oportunidad, se titularon propiedades irreduc­
tibles de la figura, puede afirmarse que, en el derecho urugua­
yo, se· dan las siguientes: 

a) Carácter grupal de! sujeto, en la parte obre-m. 

Este carácter grupal, significa que es de la esencia de la 
contratación colectiva que la parte de los trabajadores esté cons­
tituída por los representantes de la categoría que va a quedar 
sometida al régimen a crear. 

No constando en la ley, ni surgiendo de la práctica que 
la representación deba ejercitarse, exclusivamente, a través 
de una organización sindical permanente o estable, parece ela­
to que la representación de la categoría puede resultar de la 
simple coalición, sin perjuicio que tal representación pueda 
se-r puesta en discusión llegado el caso ( 98). 

b) Prelación de normas laborales. 

El contenido del convenio no está limitado, en cuanto a Ja 
regulación de las condiciones de trabajo para la categoría com­
·prendida, sino por las prescripciones más beneficiosas de nor­
·mas de jerarquía superior (Constitución, Ley, Convenios inter­
nacionales, Laudos, Decretos reglamentarios). 

Es así, que los convenios colectivos podrán contener, en 
cualquiera de sus categorías o tipos, toda clase de estipulado-

(97) v. supra, Cap. l, parte Il, pág. 46. 
(98) Sobre este punto, V. "Panorama", pág. 121, nota 27 y supra 

pág: 45. " 
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nes, tanto que se refieran a la organización del trabajo y a las 
condiciones de los contratos individuales como a las relaciones 
profesionales, sin perjuicio de los derechos derivados de las 
normas superiores antes mencionadas ( 99). 

e ) Carácter abstracto. 

En ningún caso, los convenios colectivos podrán contener 
especificaciones relativas a la prestación de servicios por tra­
bajadores singularmente determinados o designados en el ins­
trumento. 

Si se admitiera otro tipo de condiciones o especificaciones, 
no nos hallaríamos frente a un convenio colectivo, sino a un 
contrato multilateral y por tanto, no cabría conferirle la supe-

-r ioridad jerárquica sobre los restantes contratos individuales 
y sí, meramente, examinar las relaciones en el tiempo y la 
eventual coexistencia o derogación de cada una de sus cláusu­
la.s. 

Esta nota esencial, aunque no siempre bien conocida, de­
riva de lo dicho con anterioridad, pero, es además lógica, 
toda vez que se piense que la virtud del convenio colectivo 
consiste en formar un frente, en la parte de los trabajadores , 
que equilibre sus relaciones con los patronos. Tal frente sólo 
aparece cuando se constituye el sujeto grupal y cuando se ex­
cluye toda concreción a casos singulares. La fuerza del conve­
nio, como la de toda norma, está en no contemplar situaciones 
individuales, en no atomizar el interés de la categoría a través 
O.e los intereses singulares de los trabajadores, muchas veces 
contradictorios. 

64. -No parece conveniente terminar estas Conclusiones 
sjn considerar las posibilidades de futuro del instituto dentr~ 
del actual ordenamiento laboral uruguayo. 

En este sentido, debe establecerse a manera de resumen 
· ciel desarrollo de la primera parte de esta obra, que la .admi­
sión unánime de <·una interpretación que faculta a concertar 

_, . ( 99) Sobre el punto concreto de la relación entre los convenios colec­
-hvos Y los laudos de los Consejos de Salarios, V . supra, Cap. ll, parte. ll. 
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convenios sobre salarios respetando los m1rumos laudados, ha 
devuelto a la convención colectiva una materia de la que pudo 
inicialmente considerársela despojada por la ley N9 10.449, de 
12 de noviembre de 1943. Es así, que se ha visto a organiza­
ciones sindicales de trabajadores, desconformes con un laudo, 
corregirlo por medio de convenios de remuneraciones superio-

res. 
Por lo demás, parece cierto que el paulatino fortaleci­

miento · de las entidades gremiales conduce a revitalizar este 
instituto, aún a despecho de la situación de subordinación en 
que la ley lo colocó. Asimismo, como mecanismo natural en las 
relaciones sindicales, el convenio colectivo continuará desarro­
llándose, sea cual fuere el grado de organización y exista o no 
laudo o decisión de un Consejo de Salarios. 

• 
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